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1.

SUMARIO:

Capítulo 1

Mejora ¿o no? La tutela en la protección de los
turistas a través del Código internacional para la

protección de los turistas

MARÍA JOSÉ CATALÁN CHAMORRO

Profesora Permanente Laboral
Universidad de Córdoba

1. INTRODUCCIÓN. 2. EL SOFT LAW DE LAS RECOMENDACIONES Y
SUS DEBILIDADES. 3. SOLUCIÓN INTERNACIONAL DE CONTROVER-
SIAS RELATIVAS A VIAJES Y TURISMO A TRAVÉS DE VÍAS ALTERNA-
TIVAS DE RESOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. 3.1. El deber de informa-
ción. 3.2. Medios de resolución alternativos de conflictos para el turismo.
3.2.1. Defensor del consumidor. 3.2.2. Negociación directa o asistida. 3.2.3. La
conciliación. 3.2.4. La mediación. 3.2.5. El arbitraje. 3.3. Métodos de resolución
alternativa de conflictos híbridos. 4. MEDIOS DE RESOLUCIÓN ALTERNA-
TIVO DE CONFLICTOS PARA EL TURISMO EN LÍNEA. 5. UN REVUL-
SIVO PARA LA PLATAFORMA EUROPEA DE ODR. 6. BIBLIOGRAFÍA.

INTRODUCCIÓN

El bloqueo territorial que supuso el estado de alarma durante la etapa más
dura de la COVID-19 conllevó numerosas cancelaciones y reembolsos a turistas
que debieron volver antes a sus domicilios o bien, debieron cancelar esas tan
ansiadas vacaciones. En este escenario brilló el descontrol donde el prestador
de los servicios turísticos no solía ser responsable por tratarse de viajes com-
binados o de servicios adquiridos a través de plataformas terceras que se desen-
tendían totalmente de la falta de atención del prestador de servicios. Todo ello
produjo un enorme desasosiego entre los turistas que llamaban a números de
teléfonos que no contestaba nadie o enviaban emails que nunca llegaron a ser
contestados. Esta situación tan impredecible marcó un hito a la hora de contratar
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servicios turísticos en el futuro y donde las cláusulas de cancelación del servicio
por motivos extraordinarios son leídas con detenimiento. Además, se ha regis-
trado una importante alza de la contratación de reservas con el seguro de can-
celación gratuita.

En definitiva, el sector de las empresas que se dedican al ámbito turístico
estaba en entredicho y la confianza de los consumidores en las mismas estaba
en mínimos históricos. Por ello, la Organización Mundial del Turismo (OMT)
en la decisión 4(CXII) adoptada por el Consejo Ejecutivo en su 112.ª reunión,
celebrada en Tiflis (Georgia) del 15 al 17 de septiembre de 2020 adoptó un
Código Internacional para la Protección de los Turistas.

Este código está basado en cuatro capítulos que entendieron los comisio-
nados como cuatro pilares claves para la protección de los consumidores. Un
primer capítulo centrado en desgranar definiciones y aclaraciones, debido prin-
cipalmente a la vocación internacionalista de este documento, por ello, se
requiere que los conceptos sean entendidos y consensuados por diferentes
ordenamientos jurídicos muy dispares entre sí que buscan un entendimiento en
torno a esta problemática. Un segundo capítulo dedicado a la asistencia a los
turistas internacionales en situación de emergencia, para situaciones similares
a la creada con la COVID-19. Así las cosas, en las definiciones se establece que
una «situación de emergencia» es un conjunto de circunstancias inusuales,
extraordinarias o imprevisibles, tanto de causa natural como de causa humana,
fuera del control del país receptor, que han requerido asistencia a gran escala.
Por lo tanto, podemos estar en situaciones de emergencias sanitarias, meteo-
rológicas, etc. abarcando ámbitos tan dispares como la prevención, la informa-
ción, la asistencia e incluso la repatriación de los turistas.

El tercer capítulo, se centra en el ámbito contractual de los servicios turís-
ticos, es un capítulo puramente de Derecho Mercantil, centrándose en aspectos
muy importantes pasando por todos los estadios contractuales como son la
información precontractual, la información contractual y la terminación del con-
trato del servicio turístico antes del inicio, la ejecución incorrecta del mismo, la
protección al consumidor en caso de insolvencia del prestador del servicio turís-
tico o el derecho de acceso a la justicia y por ende a una tutela judicial efectiva.
Con un apartado segundo especifico dentro de este capítulo dedicado a las situa-
ciones de emergencia en cuanto a la prevención, a la terminación del contrato
turístico, los bonos que el prestador de servicios turísticos puede ofrecer a los
turistas como alternativa al reembolso del dinero o el apoyo financiero de los
gobiernos para los prestadores de servicios turísticos.

El cuarto capítulo dedicado a la solución internacional de controversias rela-
tivas a viajes y al turismo a través de vías alternativas de resolución de contro-
versias será el que desarrollemos en el presente capítulo con más extensión y
finalmente un quinto capítulo dedicado a los mecanismos de adhesión y aplica-
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2.

ción de las recomendaciones del Código Internacional para la Protección de los
Turistas. Así las cosas, los países que se pretendan adherir a este Código lo
harán siempre de manera voluntaria, siempre que sean acordes con la legisla-
ción nacional y los acuerdos internacionales previamente ratificados. Asimismo,
los Estados que se adhieren total o parcialmente al Código se comprometen a
informar al Secretario General de la OMT, un año después de la notificación de
adhesión, el estado de aplicación del Código, por ello también se prevé un apar-
tado específico para la supervisión, presentación, evaluación e interpretación de
esos informes y a la publicitación de todas estas informaciones.

EL SOFT LAW DE LAS RECOMENDACIONES Y SUS
DEBILIDADES

Como hemos podido comprobar, el Código Internacional para la Protección
de los Turistas nace con un buen puñado de buenas intenciones y con un buen
trabajo realizado por los comisionados que han conseguido consensuar un texto
que, aunque breve y básico pone en común el acuerdo de multitud de ordena-
mientos jurídicos con enormes diferencias a lo largo y ancho del globo terráqueo.
A día de hoy tan solo son 24 los países firmantes del Código.

Sin embargo, no debemos perder de vista que este Código es fruto del lla-
mado Soft law, es decir, normas que por su naturaleza carecen por completo de
imperatividad legal. Son pautas, estándares de conducta o declaraciones de
intenciones puramente políticas, pero cuyo incumplimiento no conlleva ninguna
repercusión o respuesta por parte del Estado firmante, ni económica, ni de nin-
gún otro tipo. Así las cosas, la ratificación de este Código lo que le brinda al país
firmante es un plus de confianza a aquellos turistas que deciden optar por el
mismo, ya que a priori todos los servicios que se ofrezcan en el mismo deberán
prestarse con las prebendas que este Código indica.

Sorprenden muchos aspectos del Código, en primer lugar, se deja en abierto
que serán los propios países firmantes en «un marco temporal apropiado, infor-
men sobre las medidas que hayan adoptado para hacer efectivos capítulos».
Estableciéndose este concepto jurídico indeterminado de «apropiado» sin un
límite temporal certero, por lo que la ratificación, ni siquiera somete a un plazo
a los propios Estados para introducir en sus legislaciones las medidas pertinen-
tes para garantizar el cumplimiento del mismo.

En segundo lugar, llama la atención que, con la excepción de Portugal, nin-
gún otro país europeo se ha lanzado a la ratificación del Código desde abril de
2022. Ni tan siquiera España o Italia a pesar de la gran dependencia que ambos
tenemos del sector turístico. Además, nuestra legislación apenas debería ser
modificada tras ratificar este Código, ya que gracias al papel impulsor de la Unión
Europea nuestros estándares de protección a los consumidores son muy altos.
En la misma línea, tampoco países desarrollados como Japón, Australia o Esta-
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4.  

Ver en: https://www.lasexta.com/noticias/sociedad/el-truco-de-los-britanicos-para-ir-de-
vacaciones-gratis-denuncias-falsas-al-hotel-por-intoxicacion-alimentaria_2017032958db 
c0900cf2abec9dfc4ba9.html, visitado el día 9 de septiembre de 2024.
Ver en: https://elpais.com/economia/2023-01-25/un-juzgado-procesa-a-ocho-britanicos-
por-la-estafa-masiva-de-las-falsas-intoxicaciones-de-turistas-en-mallorca.html, visitado el
día 9 de septiembre de 2024.
Artículo 2.2.a) del Real Decreto 713/2024, de 23 de julio, por el que se aprueba el Regla-
mento que regula el Sistema Arbitral de Consumo.
Ver en: https://www.bbc.com/mundo/noticias-internacional-65104589, visitado el día 12 de
septiembre de 2024.

dos Unidos han convenido la ratificación. Por contra, los países firmantes se
centran en Sudamérica, África y algunos países del sudeste asiático con bastante
repercusión en el ámbito turístico.

Podríamos citar como carencia la exclusión de los servicios de restauración
en la definición de «servicio turístico». Esto que tanta problemática ha ocasio-
nado en nuestro país, sobre todo durante el verano de 20171 donde decenas de
turistas británicos comenzaron a realizar multitud de reclamaciones por supu-
estas intoxicaciones alimentarias para poder recuperar el dinero de sus estan-
cias en los hoteles donde se alojaban, no obstante, algunos de ellos han sido
posteriormente procesados por delitos de estafas masivas2. Si bien es cierto,
que nuestro sistema público e institucionalizado de resolución alternativa de
conflictos en España, que como veremos es el arbitraje de consumo no permite
realizar mediaciones ni arbitrajes por motivos de intoxicación o muerte3.

Si podemos reivindicar la falta de perspectiva de género en el texto. Y es
que mientras que el texto recoge entre sus principios la armonización para que
no se puedan producir discriminaciones por razón de sexo edad o condición
física, sabemos que no basta la no discriminación, ya que lo que precisamos es
también eliminar barreras y trabas que hacen surgir las brechas de género y
generacionales, para las que se precisan mecanismos reales y efectivos de dis-
criminación positiva. También nos queda la duda de cómo van a respetar dis-
tintas discriminaciones legalmente recogidas algunos de los países firmantes
como son países de África, del Sudeste asiático o Emiratos Árabes Unidos u
otros países de Latinoamérica donde la homosexualidad, aunque no sea perse-
guida legalmente si es fuertemente rechazada socioculturalmente4. Todo ello,
supone un hándicap a la hora de que los turistas con diferentes perspectivas de
género puedan visitar determinados lugares del mundo.

En definitiva, encontramos un Código Internacional para la protección de los
turistas llena de recomendaciones, cuya transposición en los países firmantes
del mismo no se prevé para un período de tiempo concreto, sino que se atiende
a la «razonabilidad». Este período razonable para la transposición de las normas
se sitúa ante países que no pertenecen a la Unión Europea —con la excepción
de Portugal— y por lo tanto no están acostumbrados a tener que modificar sus
legislaciones por sistema. Aun así, dentro de los países de la Unión Europea
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3.

vemos como generalmente España desatiende los límites temporales que impo-
nen las Directivas y somos constantemente sancionados por la Comisión Euro-
pea ante estos retrasos en las transposiciones. Por ello, creemos que la base
sobre la que se construye este gran Código, con respuestas muy acertadas para
la comunidad turística, requiere de una base más sólida, creíble y actual. No
obstante, en el presente trabajo pretenderemos visualizar y maximizar los gran-
des avances que pueden suponer la puesta en marcha y la entrada en vigor de
estas normas en el panorama internacional del turismo.

SOLUCIÓN INTERNACIONAL DE CONTROVERSIAS
RELATIVAS A VIAJES Y TURISMO A TRAVÉS DE VÍAS
ALTERNATIVAS DE RESOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS

Tras este brevísimo repaso por algunas falencias y dudas que nos surgen
sobre la puesta en marcha de este Código, nos centraremos en las modalidades
de resolución alternativa de conflictos previstas en este Código Internacional
para posteriormente poder hacer lege ferenda de posibles modificaciones o inclu-
siones que pueden ayudar a que este Código sirva de una mejor ayuda a los
ciudadanos en sus viajes como turistas.

No entramos a analizar el capítulo II sobre la asistencia a los turistas inter-
nacionales en situaciones de emergencia o el capítulo III sobre la protección de
los turistas en los contratos por ser materias puramente mercantilistas para las
que serán los expertos del área los que deban pronunciarse sobre ello.

En primer lugar, el capítulo IV del Código hace referencia a la clamorosa
falta de un marco internacional de cooperación judicial para la solución de con-
troversias relativas a viajes y turismo. Y es que, si ya es suficientemente com-
plicado y tortuoso el camino procesal de disputas internacionales de Derecho
Internacional Privado por así decirlo tradicionales como son los divorcios, sepa-
raciones, custodias de hijos, controversias por transacciones comerciales inter-
nacionales que cuentan con millones de demandas desde el principio de los
tiempos, en el ámbito del turismo, hasta ahora, pocos son los osados de plantear
demandas en la jurisdicción ordinaria del país al que visitan. Ya que las enormes
diferencias existentes respecto al acceso a la justicia entre un país y otro se
agudizan especialmente en los procedimientos de escasa cuantía como pueden
ser estos viajes.

Por ello en este capítulo del Código se esbozan los mecanismos alternativos
y en línea de resolución de controversias como una gran oportunidad para que
los turistas internacionales, independientemente de cuál sea su origen o destino
resuelvan sus controversias de manera justa, eficiente y expeditiva, y, cuando
proceda, obtengan una compensación sin que la quota litis, la dilación de los
plazos de los procesos ordinarios o la intensa burocracia que estos conllevan
constituyan un freno a la tutela efectiva que todos los ciudadanos merecemos.
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3.1.

5.  En el artículo 41, de la Ley 7/2017, de 2 de noviembre, por la que se incorpora al ordena-
miento jurídico español la Directiva 2013/11/UE, del Parlamento Europeo y del Consejo,

Si bien, este Código indica que la resolución en línea de controversias puede
incluir, sin que sean las únicas posibilidades un defensor del consumidor, comi-
tés de reclamaciones para la negociación directa o asistida, la conciliación, la
mediación, y el arbitraje vinculante o no vinculante para consumidores en el
ámbito de la resolución de conflictos presencial. Así mismo se indica en las
definiciones que la resolución en línea de controversias puede incluir, sin que
sean las únicas posibilidades, la negociación directa, la negociación asistida, la
mediación en línea y el arbitraje en línea.

Así las cosas, en el presente apartado intentaremos desgranar el modo de
funcionamiento y todo lo que conllevan, tanto en ventajas como en desventajas
de este tipo de medios de resolución de controversias.

EL DEBER DE INFORMACIÓN

Es muy importante, tal y como reconoce la Parte I de Normas mínimas sobre
la protección de los turistas en su recomendación F. sobre el Derecho de acceso
a la justicia como pone de relieve la importancia de garantizar que los turistas
tengan información clara, sencilla y accesible sobre los órganos/autoridades/
reguladores competentes en materia de protección del consumidor. Incluyendo
en este particular a cualquier asociación representativa independiente dedicada
a la protección de los consumidores. Incluso sería muy importante facilitar al
consumidor los datos de contacto del órgano responsable de los mecanismos de
resolución alternativa o en línea de controversias y otros servicios y plataformas
para la resolución amistosa de controversias, si los hubiere, en el país en el que
está establecido y tiene su actividad económica el prestador de servicios turísticos
y/o en la jurisdicción en la que se ejecute el contrato. Esta información debe ser
obligatoriamente indicada a los consumidores de la Unión Europea en virtud del
artículo 13 sobre Información a los consumidores por parte de los comerciantes
de la Directiva 2013/11UE del parlamento europeo y del consejo de 21 de mayo
de 2013 relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de consumo. Así,
indica que los Estados miembros velarán por que los comerciantes establecidos
en sus territorios informen a los consumidores acerca de la entidad o entidades
de resolución alternativa que den cobertura a dichos comerciantes, cuando estos
se comprometan o estén obligados a recurrir a dichas entidades para resolver
litigios con los consumidores. La información debe incluir también la dirección
del sitio web de la entidad o entidades de resolución alternativa pertinentes.

A día de hoy todos los Estados Miembros han transpuesto esta Directiva y
por lo tanto todos los comerciantes deben ofrecer esta información a sus clien-
tes. Y aunque, al menos en España, se establece un régimen sancionador para
los empresarios que incumplan esta obligación 5. Sin embargo, no existe —que
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 de 21 de mayo de 2013, relativa a la resolución alternativa de litigios en materia de con-
sumo, sobre Incumplimiento de la obligación de información de los empresarios. «El
incumplimiento por los empresarios de la obligación de información establecida en el
artículo anterior tendrá la consideración de infracción grave en materia de defensa de los
consumidores y usuarios, aplicándose lo dispuesto en el régimen sancionador general
previsto en el título IV del libro primero del texto refundido de la Ley General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, aprobado por
Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de noviembre, así como en la normativa autonó-
mica correspondiente, sin perjuicio de la existencia de otras posibles infracciones en
materia de información al consumidor que vengan tipificadas en la normativa sectorial que
resulte de aplicación».

3.2.

3.2.1.

conozcamos— ninguna autoridad pública que se dedique a fiscalizar que se
efectúa este deber de información, incluso podemos decir que a día de hoy no
conocemos a ningún comerciante que haya sido multado por no ofrecer este tipo
de información.

Y es que posiblemente lo más complicado de este deber de información
será precisamente analizar uno a uno a cada comerciante para constatar que
cumple con ese deber de información. Tampoco sabemos, en el caso del Código
Internacional ante qué autoridad deberá denunciar el turista esta falta de infor-
mación. Sin embargo, al tratarse de una recomendación, posiblemente no
habrá lugar a ninguna autoridad para realizar este tipo de denuncias. 

MEDIOS DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVOS DE CONFLICTOS
PARA EL TURISMO

El Código indica en su articulado una serie de medios recomendados, pero
no excluyentes para la resolución de conflictos en el ámbito del turismo como
son un defensor del consumidor, comités de reclamaciones para la negociación
directa o asistida, la conciliación, la mediación, y el arbitraje vinculante o no
vinculante para consumidores en el ámbito de la resolución de conflictos pre-
sencial.

Defensor del consumidor

Así las cosas, este código en primer lugar nombra al defensor del consumidor
o defensor del cliente. En España esta figura ha sido la utilizada por las grandes
compañías eléctricas y también por los grandes bancos en un intento de resaltar
ante sus clientes una cierta independencia de este servicio. Y es que en este
contexto el simple nombre de la figura hace pensar al cliente, en este caso al
turista que este va a defender sus intereses como si de un fiscal se tratase.
Además, en los organigramas de estas empresas podemos ver cómo visual-
mente insertan esta figura aparte, en un lugar lejano del organigrama común.
Sin embargo, si analizamos estas figuras suelen depender, al menos en España,
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6.  

7.  

Así ocurre en el caso de Endesa, ver en: https://www.cnmv.es/webservices/verdocumento/
ver?e=ASrTyc6%2Bepxrd2ttfZEScHoVWDfesgkpo6eZDnmbdpma3phc%2FKDdGHMm 
7I9fO0VE#:~:text=%2D%20El%20Consejo%20de%20Administraci%C3%B3n%20de, 
Defensor%20del%20Cliente%20de%20ENDESA., o en el banco BBVA https://
www.bbva.es/general/organismos-atencion-cliente.html, visitado el día 18 de septiembre
de 2024.
CATALÁN CHAMORRO, M.J., El Acceso a la Justicia de Consumidores: los Nuevos Instru-
mentos del ADR y ODR de Consumo, Tirant Lo Blanch, 2019, pp. 277-280.

3.2.2.

directamente de los consejos de administración de estas grandes empresas6,
por lo que al fin y al cabo son retribuidos, contratados y dependen en todos los
sentidos de la misma empresa contra la que el cliente o turista está interpo-
niendo su reclamación. Por ello, esta figura del defensor del cliente no parece
ser la más adecuada si lo que pretendemos es una defensa independiente, real
y efectiva para los turistas que tienen algún tipo de problema con los operadores
turísticos que le proveen los servicios que han contratado en sus vacaciones.

Negociación directa o asistida

En segundo lugar, el Código cita a los comités de reclamaciones para la
negociación directa o asistida. En este punto podemos hablar de las distintas
modalidades de negociación directa que es la fórmula más básica de resolución
de conflictos que tenemos desde el principio de los tiempos. Ya que, la manera
habitual en la que se han resuelto parte de estos conflictos es poniéndose en
contacto con el empresario para hacerle participe de la incidencia y este ha
podido ofrecer alguna solución al respecto, que posteriormente ha podido ser
rebatida o no por el consumidor. En definitiva, de esto se trata cuando hablamos
de la negociación directa, de dos partes, sin intervención de ningún tercero que
se ponen de acuerdo para poner fin a su conflicto.

Sin embargo, existe otra modalidad denominada negociación, denominada
asistida, más propia de la resolución alternativa de conflictos online y que está
presente en la mayoría de las plataformas online que actualmente prestan ser-
vicio. Posiblemente casi la totalidad de personas que realizan compras, es decir,
actos de consumo a través de internet, ante cualquier eventualidad con sus
pedidos habrán utilizado esta negociación asistida incluso sin saberlo. Así las
cosas, la negociación asistida, sigue siendo un cuerpo a cuerpo figurado entre
las dos partes enfrentadas, pero asistidas, bien por un tercero que actúa para
mejorar la comunicación entre las partes, lo que genéricamente hemos deno-
minado en España como intermediario. O bien, como suele ocurrir en la actua-
lidad, a través de un software que va guiando a las partes para llegar a ese acuerdo
negociado. De este modo encontramos de manera tasada la negociación auto-
mática o blind bidding donde el software asiste a las partes electrónicamente
para la negociación de la reclamación. Esto se realiza a través de un sistema de
ofertas cruzadas entre las partes para llegar a un acuerdo de solución del con-
flicto7.
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Históricamente esta negociación automática o a ciegas se utilizaba en recla-
maciones o conflictos en los que ambas partes estaban de acuerdo en el hecho
dañoso, pero no se ponían de acuerdo en la cantidad económica por la que se
debía satisfacer este hecho. Por ello, ambas partes proponían una cantidad por
la que estarían satisfechos para zanjar su conflicto y un margen porcentual por
el que tanto por encima como por debajo estarían dispuestos a aceptar un
acuerdo. De modo que, el software si advertía que coincidían las ofertadas por
cada uno de ellos en algún punto de los rangos porcentuales de los mismos, este
les comunicaría a las partes la cantidad más beneficiosa para ambas. Sin
embargo, el riesgo de no llegar a un acuerdo era bastante alto, por lo que era
preciso que las partes fijasen un número máximo de intentos para llegar al
acuerdo, porque tampoco podemos eternizar estas pujas.

Por ello, las plataformas electrónicas que comercian electrónicamente han
realizado unas versiones singulares de este modelo histórico que comentaba
supra. Y así llegamos a la negociación asistida donde hoy encontramos ante
cualquier reclamación un listado de casuísticas que han podido ocurrir con la
adquisición del bien o servicio que hayamos contratado de manera online. Así
las cosas, mediante un diagrama previamente introducido en el software con la
información referida a cada situación, será este el que le vaya ofreciendo al
cliente las posibles soluciones a su reclamación. De modo que si el producto que
le ha llegado es defectuoso el software le podrá ofrecer por ejemplo reemplazarlo
por otro nuevo o un vale descuento para su próxima compra. O si el producto
que ha llegado es equivocado le podrán ofrecer devolverlo y reembolsarle el
dinero o reembolsarle una cantidad menor si se queda con el producto. El aba-
nico de posibilidades es enorme, ya que va a depender de los intereses comer-
ciales de la empresa y de los productos con los que esta comercie.

A nuestro modo de ver, a pesar de ser una herramienta denominada como
negociación, entendemos que en estos casos la capacidad para proponer del con-
sumidor es muy limitada, tanto que tan solo le queda elegir una de las pocas
opciones que le oferta el comerciante o solicitar tutela judicial efectiva, con todos
los contras de tiempo, económicos y dificultades de tramitación que ello conlleva.

Sobre esta negociación asistida el paradigma de estos sistemas lo tiene el
famoso Modria, que actualmente se sitúa en la cúspide del liderazgo del ODR
mundial. Esta entidad ODR, creada en 2011 con capital de riesgo y basada en
Silicon Valley, ha crecido estrepitosamente, tanto que ha sido comprada por el
gigante Tyler Technologies. Este software fue creado por Rule —ex director del
ODR de eBay y Paypal— y Nagarajan —fundadora de ODRworld y ODRindia—,
el primer Proveedor de Servicios de Resolución de Disputas en línea en la
India en 2004, con la finalidad de resolver conflictos B2C de escasa cuantía.

Este sistema implantado por primera vez en la plataforma comercial EBay
permitió resolver más de 60 millones de reclamaciones al año, de las cuales solo
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8.  
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Ibidem. pp. 281-282.
VILALTA, A. E., «Resolución electrónica de disputas. Primeras reflexiones en torno a la
necesidad de un marco normativo internacional», en Justicia relacional y métodos electró-
nicos de resolución (ODR): hacia una armonización técnica y legal, [monográfico en línea],
IDP. Revista de Internet, Derecho y Política. Núm. 10. UOC. http://idp.uoc.edu/ojs/index.php/
idp/article/view/n10-vilalta/n10-vilalta, visitado el día 27 de septiembre de 2024.

un 10%, es decir solo 6 millones necesitaban de la asistencia humana para ser
resueltas. Organizado en un sistema de cuatro estadios encontramos un primer
estadio que diagnostica el problema, donde se asiste electrónicamente a las
partes para ver qué tipo de opciones contemplan, cómo les gustaría resolver el
conflicto y cuánto tiempo tienen para solucionarlo. En el segundo estadio se
pone en funcionamiento el software Technology facilitated negotiation —sus sig-
las en inglés son TFN—. En este caso, el software hace de cuarta parte, pues no
existe asistencia humana de ningún tipo, desarrollándose una negociación auto-
matizada entre las partes, organizada por el software y con toda la información
que nos han brindado las partes en el primer bloque8.

Sólo en caso de que esta negociación automatizada no haya prosperado,
pasarán a ofrecer el tercer estadio, a modo de mediación tradicional, con una
tercera parte humana que los asista. Y finalmente, un cuarto estadio donde se
realiza un ADR similar al arbitraje donde se adjudica a las partes un resultado
final. A estos dos últimos estadios solo precisaron llegar el 10% de las recla-
maciones, por lo que como vemos este sistema se ha convertido en el rey de
los ODR para las reclamaciones de escasa cuantía en las plataformas electróni-
cas por su rapidez, sencillez y escaso valor económico para la empresa.

Otra gran ventaja que plantea este sistema para el ámbito del turismo es que
este tipo de softwares suelen estar configurados en diferentes idiomas, por lo
que cada una de las partes puede seguir el procedimiento con su lengua materna
y sin dar lugar a malentendidos idiomáticos. Además de ser sistemas asíncronos
donde cada parte puede acceder y continuar el procedimiento cuando quiera y
el desarrollo de los mismos a través de internet facilita también el dónde, ya que
cada parte puede seguir el procedimiento desde su casa sin necesidad de des-
plazarse a ningún lugar para dar solución a su controversia de turismo9.

No obstante, no todo son ventajas, ya que la implicación de la Inteligencia
Artificial en este tipo de herramientas es cada vez un hecho más palpable. Así,
el uso de las denominadas cookies que aceptamos de manera compulsiva al
entrar en cualquier página de Internet y que si no las aceptas incluso no te per-
mite ver el contenido de la misma. Están siendo utilizadas para alimentar a este
tipo de sistemas que se alimentan de ese perfil digital que creamos con nuestro
histórico de búsquedas en internet. De modo que, si por mi perfil digital el
software detecta que me gustan los viajes, es posible que me conforme con una
menor indemnización si además se me ofrece un bono o descuento en mi pró-
ximo viaje a ese destino que he estado buscando las últimas semanas desde mi
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10.  De NACIONES UNIDAS Nueva York, 2004. Disponible en: https://uncitral.un.org/sites/
uncitral.un.org/files/media-documents/uncitral/es/03-90956_ebook.pdf, visitado el día 27
de septiembre de 2024.

ordenador. Sin duda, esto nos hace mucho más débiles y manipulables desde el
ámbito del marketing y la publicidad. Por ello, será muy importante que creemos
una conciencia crítica y racional ante las compras por Internet sobre todo a las
nuevas generaciones de adolescentes que comienzan a realizar este tipo de
compras.

Consciente de todo lo hasta aquí analizado, este Código para la protección
de la tutela de los turistas hace una apuesta fuerte por la negociación tanto
directa como asistida para que, sin implicación de terceros, aunque si de soft-
wares, los comerciantes puedan otorgar una tutela, más o menos justa, a saber,
todavía si es más o menos satisfactoria para los turistas, ante las masivas recla-
maciones que surgen en este ámbito. Con el fin último de sortear las dificultades
procesales que se suelen plantear ante este tipo de conflictos internacionales
de escasa cuantía.

La conciliación

Mientras la palabra negociación aparece hasta en ocho ocasiones en el
Código Internacional para la protección de los turistas, la palabra conciliación
aparece en tan solo dos ocasiones. Esto no da cuentas de la implicación que
requiere este medio de resolución alternativa de conflictos tanto en tiempo
como en esfuerzo y que se traduce también en un mayor coste económico de lo
que supone realizar una conciliación frente a la negociación que anteriormente
comentábamos.

Sin embargo, como veremos, habrá momentos, situaciones y conflictos que
requieran de unos medios de resolución de conflictos con una tramitación más
reposada y pausada. Todos los conflictos no se resuelven con una simple devo-
lución del producto o del importe que se ha pagado por el mismo. Sino que habrá
reclamaciones que requieran de una tutela donde sea un tercero el que se impli-
que para la satisfacción de las alegaciones de una y otra parte.

El código, al igual que con el resto de las figuras de ADR, no entra a describir
la mediación. No obstante, debido al carácter internacionalista de este texto si
debiese hacer una somera descripción o al menos una remisión a algún texto
legal internacional que si lo haga como, por ejemplo, y siguiendo la institución
mater de esta comisión —ONU— la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Conci-
liación Comercial Internacional10. En este caso, podemos citar la descripción
que hace esta norma sobre este tipo de conciliación por la cercanía de las temá-
ticas que tratan. Donde en virtud del artículo 1. Sobre el ámbito de aplicación y
definiciones de la Ley, en su apartado 3 se indica que a los efectos de esta norma,
se entenderá por «conciliación» todo procedimiento, designado por términos
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Ver esta importancia en las entidades acreditadas en la plataforma de ODR de consumo de
la Comisión europea de la que hablaremos más adelante. Disponible en: https://
ec.europa.eu/consumers/odr/main/?event=main.adr.show2, visitada el día 27 de sep-
tiembre de 2024.
En el que se indica que «Si a la demanda no se acompañara certificación del acto de conci-
liación o mediación previa, o de la papeleta de conciliación o de la solicitud de mediación,

como los de conciliación, mediación o algún otro de sentido equivalente, en el
que las partes soliciten a un tercero o terceros («el conciliador»), que les preste
asistencia en su intento por llegar a un arreglo amistoso de una controversia
que se derive de una relación contractual u otro tipo de relación jurídica o esté
vinculada a ellas. El conciliador no estará facultado para imponer a las partes
una solución de la controversia.

Es muy interesante el apunte que se realiza en este apartado, ya que como
vemos en esta Ley se desdibujan los límites de lo que es conciliación, mediación
u otros procedimientos similares de resolución alternativa de conflictos. Y es
que, aunque a nivel nacional tengamos muy claras las diferencias entre unas
figuras y otras. A modo de ejemplo hay un importante consenso doctrinal a nivel
nacional sobre que ni la mediación, ni la conciliación producen efectos vincu-
lantes, salvo que su acuerdo sea elevado por las partes a escritura pública. O
que en la mediación el mediador no puede proponer en ningún caso una solución
al conflicto, mientras que en la conciliación el conciliador si puede realizar pro-
puestas de resolución para que las partes, libremente los puedan suscribir. A
nivel internacional no existe este tipo de consenso, por ello, encontramos países
donde los conciliadores no pueden proponer un acuerdo o donde los acuerdos
de conciliación si son vinculantes.

Así como países donde la conciliación es muy importante para resolver con-
flictos con consumidores como es el ejemplo de Italia con su conciliazione pari-
tetica o los denominados Schlichtungsstelle muy importantes para Alemania.
También ocupa un lugar central la conciliación en asuntos de consumo en Bul-
garia y Hungría11. Mientras que, en España, la conciliación a penas se usa en el
ámbito de la resolución de conflictos de consumo. Tan solo podemos poner como
ejemplo residual la actividad llevada a cabo por los propios árbitros del sistema
arbitral de consumo que previamente a la vista para resolver un asunto, intentan
llevar a cabo una conciliación in extremis con las partes proponiéndoles un
posible acuerdo antes de entrar a ver el asunto y de este modo imponerles su
decisión.

No obstante, debemos recordar que la conciliación en España es utilizada
principalmente para resolver conflictos laborales, al resultar como un trámite
obligatorio dentro del proceso laboral. Denominado como conciliación previa en
virtud del artículo 81.3. sobre la admisión a trámite de la demanda en el proce-
dimiento ordinario laboral12 en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de
la jurisdicción social13.
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13.  
14.  

15.  

16.  

de no haberse celebrado en plazo legal, el letrado o letrada de la Administración de Justicia,
sin perjuicio de resolver sobre la admisión y proceder al señalamiento, advertirá al deman-
dante que ha de acreditar la celebración o el intento del expresado acto en el plazo de quince
días, contados a partir del día siguiente a la recepción de la notificación, con apercibimiento
de archivo de las actuaciones en caso contrario, quedando sin efecto el señalamiento efec-
tuado»
BOE núm. 245, de 11/10/2011.
Naciones Unidas, junio de 2022. https://uncitral.un.org/sites/uncitral.un.org/files/media-
documents/uncitral/es/22-01366_mediation_guide_s_ebook.pdf, disponible en: visitada el
día 28 de septiembre de 2024.
Directiva 2008/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 21 de mayo de 2008, sobre
ciertos aspectos de la mediación en asuntos civiles y mercantiles.
Disposición final séptima. Modificación de la Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en
asuntos civiles y mercantiles. Se suprime el párrafo d) del apartado 2 del artículo 2 de la
Ley 5/2012, de 6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles.

La mediación

Muy parecido a lo que ocurre con la conciliación a nivel internacional ocurre
con la mediación. Al ser figuras intercambiables en el ámbito internacional, es
decir lo que se entiende en un país por mediación, en otro se entiende por con-
ciliación y viceversa, no podemos establecer a nivel internacional una distinción
clara ente estos dos mecanismos de resolución alternativa de conflictos. En este
caso, la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Mediación Comercial Internacional
actualizada en 2018 14 vuelve a repetir en su artículo 1.3. sobre Ámbito de apli-
cación de la presente Ley y definiciones el esquema que realizaba la Ley Modelo
de Conciliación, ya que nuevamente indica que «A los efectos de la presente
Ley, se entenderá por "mediación" todo procedimiento, ya sea que se designe
con el término mediación, conciliación u otro de sentido equivalente, en que las
partes soliciten a un tercero o terceros ("el mediador") que les presten asistencia
en su intento de llegar a un arreglo amistoso de una controversia derivada de
una relación contractual u otro tipo de relación jurídica o vinculada a ellas. El
mediador no estará facultado para imponer a las partes una solución de la con-
troversia».

Si bien, vemos como tanto en la mediación como en la conciliación tenemos
una redacción casi idéntica de los conceptos que las suscriben. No obstante, a
nivel nacional, si se cuenta no solo con un consenso doctrinal como indicábamos
en la conciliación, sino que además tenemos una ley orgánica, la Ley 5/2012, de
6 de julio, de mediación en asuntos civiles y mercantiles, que sustenta el con-
cepto propiamente de la mediación y que además proviene de una Directiva15,
lo que hace que el concepto de mediación sea casi homogéneo a lo largo y ancho
de la geografía europea.

Es importante destacar, que desde la entrada en vigor de esta Ley de Media-
ción y hasta 2017 cuando se realizó la modificación vía disposición final16, la
mediación en asuntos de consumo quedaba fuera del ámbito de aplicación de
esta Ley, sin motivos más aparentes que un simple error en la traducción de la
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3.2.5.

17.  United Nations Commission on International Trade Law (Comisión de las Naciones Unidas
para el Derecho Mercantil Internacional), Comisión «hermana» de la UNWTO United
Nations World Tourism Organization creadora del Código Internacional para la protección
de la tutela de los turistas que se aborda en este capítulo.

Directiva al castellano. No obstante, a día de hoy si podemos considerar que esta
Ley 5/2012 rige en los casos de mediaciones de consumo.

En cuanto al concepto tal y como se indica en el Artículo 1 se indica que «Se
entiende por mediación aquel medio de solución de controversias, cualquiera
que sea su denominación, en que dos o más partes intentan voluntariamente
alcanzar por sí mismas un acuerdo con la intervención de un mediador». Por lo
tanto, podemos determinar que en nuestro país el mediador en conflictos con
turistas no solo no impondrá su voluntad para resolver el asunto, sino que ade-
más tampoco estará facultado para proponer una solución al conflicto. Sin
embargo, como hemos visto, ante estos conflictos con vocación internacional 
—aunque también puedan ser nacionales—, no podremos asegurar que el media-
dor de otro país vecino no intervenga en el procedimiento de una manera más
incisiva que en nuestro país.

Así las cosas, el mediador, como tercero —en principio físico— del proceso
guiará a las partes a conseguir una resolución al conflicto en el ámbito turístico
planteado asegurando entre otras la igualdad de las partes, de sus armas, la
voluntariedad de estas y la libre disposición de las materias que se estén
mediando. Por supuesto, este método, al igual que la conciliación y el arbitraje
garantiza una neutralidad del tercero que resuelve el asunto y la confidencialidad
del procedimiento y la documentación utilizada en el mismo.

El arbitraje

Y finalmente, para hacer un repaso somero de las instituciones que nombra
expresamente el Código internacional para la protección de los turistas entra-
mos a analizar brevemente —el arbitraje— en el ámbito del consumo y las
especialidades que podrían darse en el ámbito del turismo.

De la misma manera que existe una Ley modelo para la conciliación y para
la mediación, la madre de estas leyes modelos emitidas por la UNICITRAL17

fue la Ley Modelo de la CNUDMI sobre Arbitraje Comercial Internacional,
creada en 1985 y con enmiendas adoptadas en 2006 para introducir el arbitraje
electrónico. Esta Ley Modelo nació con la finalidad de ayudar a los Estados a
reformar y modernizar sus leyes sobre el procedimiento arbitral a fin de que
tuviesen en cuenta los rasgos peculiares y las necesidades del arbitraje comer-
cial internacional. Esta Ley Modelo regula todas las etapas del procedimiento
arbitral, desde el acuerdo de arbitraje, pasando por la composición y competen-
cia del tribunal arbitral y el alcance de la intervención del tribunal, hasta el
reconocimiento y la ejecución del laudo arbitral. Así mismo, sus datos de éxito
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18.  Que con muy pocos cambios sigue manteniendo la esencia del anterior Real Decreto
231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo.

reflejan el consenso mundial existentes sobre los aspectos más importantes de
la práctica del arbitraje internacional aceptados por Estados de todas las regio-
nes y los diferentes ordenamientos jurídicos o sistemas económicos del mundo.
Y cuyos resultados son dignos de admiración y mención, ya que, en la actualidad,
se ha aprobado legislación basada o inspirada en la Ley Modelo en 93 Estados
diferentes y en un total de 126 jurisdicciones.

La Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, que actualmente sigue
rigiendo en nuestro país y parece que por un largo tiempo todavía, bebe direc-
tamente de esta Ley Modelo. Este arbitraje no es aplicable solo a relaciones
jurídicas comerciales, sino a cualquier arbitraje celebrado dentro del territorio
español, ya sean de carácter interno o internacional. No obstante, regirá la
norma, sin perjuicio de lo establecido en tratados de los que España sea parte o
en leyes que contengan disposiciones especiales sobre arbitraje. Tan solo se
excluyen del ámbito de aplicación de esta norma los arbitrajes laborales.

Por ello, ante los arbitrajes de consumo que se plantean en este Código
Internacional para la protección de la tutela de los turistas tanto nacionales como
internacionales regiría de manera supletoria en nuestro país esta Ley 60/2003
derivada de la Ley Modelo de Arbitraje de la UNCITRAL y que por lo tanto es
similar a la que tienen nada más y nada menos que 126 jurisdicciones de todo el
mundo. Lo que en última instancia facilita el entendimiento de la institución y
todas las figuras que en ella operan a nuestros turistas más internacionales. Si
bien, como indicaba supra, esta regirá de manera supletoria, pues para el ámbito
de los consumidores en nuestro país rige el recientemente modificado Real
Decreto 713/2024, de 23 de julio, por el que se aprueba el Reglamento que regula
el Sistema Arbitral de Consumo18.

Así las cosas, en nuestro país el Sistema Arbitral de Consumo es una insti-
tución pública y gratuita para las partes en la que a través del arbitraje de con-
sumo los órganos arbitrales resuelven de forma extrajudicial, con carácter vin-
culante y ejecutivo para las partes, los litigios, nacionales o transfronterizos,
dirigidos contra empresarios y que son sometidos a su decisión por consumi-
dores o usuarios que consideren bajo su posición que ha existido una vulneración
de sus derechos legales o contractualmente reconocidos como consumidores.
No obstante, al igual que en el resto de las figuras de resolución alternativa de
conflictos la sumisión al arbitraje de consumo tiene naturaleza puramente
voluntaria para las partes que mantienen la controversia, no pudiéndose obligar
a ninguna de ellas a su sometimiento.

Si bien, es necesario apuntar que nuestro sistema prevé un procedimiento
de oferta pública de adhesión al Sistema Arbitral de Consumo por parte de los
empresarios, que pueden formular por escrito y a través de medios electrónicos

Capítulo 1. Mejora ¿o no? La tutela en la protección de los turistas a través del ...

49



19.  FUENTE: Subdirección General de Arbitraje y Derechos del Consumidor. Dirección Gene-
ral de Consumo. Estadísticas de la Actividad de las Juntas Arbitrales de Consumo: 2022.
Disponible en: https://www.dsca.gob.es/sites/default/files/consumo_masinfo/230405_ 
oie_54097_actividadsac_2022.pdf, visitado el día 1 de octubre de 2024.

una oferta pública general o limitada y unilateral de adhesión al Sistema Arbitral
de Consumo. En esta oferta de adhesión deberán indicar si se opta por que los
arbitrajes que se sometan por sus consumidores se decidan en equidad, en
derecho o indistintamente a elección del consumidor, así como el plazo de vali-
dez de la oferta. Por el contrario, los consumidores no podrán suscribirse al
arbitraje de consumo ex ante de que surja el conflicto. De modo que el consu-
midor tendrá la libertad de optar por acudir al Sistema Arbitral de consumo o si
prefiere acudir a los tribunales de justicia ordinarios.

Nuestro sistema arbitral de consumo iniciado por proyectos piloto a lo largo
de los años ochenta y noventa y que cristalizó en legislación con la derogada Ley
26/1984, de 19 de julio, General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios.
Sin embargo, este no fue desarrollado reglamentariamente hasta el Real
Decreto 636/1993, de 3 de mayo, derogado con posterioridad por el Real Decreto
231/2008, de 15 de febrero, por el que se regula el Sistema Arbitral de Consumo,
antecesor inmediato del actual Real Decreto 713/2024, de 23 de julio que indi-
cábamos supra.

Este sistema podemos decir que es muy popular en nuestro país, según los
últimos datos publicados que son de 2022, en ese año se presentaron un total
de 59.487 solicitudes al sistema, gestionando el 73,21% de todas ellas19. No
obstante, si hay que indicar que no es un sistema generalmente conocido por la
población y que debería ser más promocionado y publicitado en medios de
comunicación y centros educativos para que las nuevas generaciones conozcan
las posibilidades que tienen ante cualquier atropello en los derechos como con-
sumidores.

Nuestro Sistema Arbitral de Consumo es buque insignia de nuestro país para
la tramitación de las reclamaciones de consumo, sin embargo, a pesar de que es
un sistema que media, concilia y arbitra en diferentes estadios a lo largo del
proceso, su nombre hace referencia directa al arbitraje. La institución arbitral,
a nivel internacional está prevista generalmente para conflictos complejos y con
gran dificultad jurídica y a los que las Cámaras de Comercio dan acogida como
sede arbitral. Por ello, en espacios internacionales la utilización del arbitraje
para la resolución de conflictos de consumo que por definición son de escasa
cuantía y de poca dificultad jurídica es interpretada como utilizar un tribunal del
jurado para un delito leve.

Posiblemente la explicación más lógica a la utilización de esta figura de
resolución alternativa de conflictos para reclamaciones de consumo por países
mediterráneos como son España, Italia o Portugal provenga de la idiosincrasia
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20.  

21.  

22.  

Ver más sobre los ADR en el ámbito turístico en: CATALÁN CHAMORRO, M.J., GOSÁL-
BEZ PEQUEÑÓ, H., "CONCILIACIÓN, MEDIACIÓN Y ARBITRAJE EN LOS CONFLIC-
TOS DE TURÍSMO: NORMATIVA AUTONÓMICA Y LEY 7/2017, DE 2 DE NOVIEM-
BRE, DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE LITIGIOS EN MATERIA DE CONSUMO",
Revista General de Derecho del Turismo, No 9, 2024, pp. 45-83
VILALTA NICUESA, A.E., Mediación y Arbitraje Electrónicos, Aranzadi, Cizur Menor,
2013, pp. 65-68.
CATALÁN CHAMORRO, M.J., El Acceso a la Justicia de Consumidores: los Nuevos Instru-
mentos del ADR y ODR de Consumo, op. cit., pp. 318-320.

3.3.

de estos. Ya que el arbitraje, al ser una institución que hace que su laudo sea
título ejecutivo y por lo tanto oponible erga omnes y de cumplimiento obligatorio
por sus partes hace que las partes confíen más en depositar aquí su asunto que
si lo hacen en una figura como la mediación o la conciliación cuyo cumplimiento
de acuerdo adoptado es voluntario para las partes, ante la desconfianza de los
consumidores a que el empresario no respete tal acuerdo adoptado en el seno
del procedimiento20.

MÉTODOS DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVA DE CONFLICTOS
HÍBRIDOS

Finalmente, no recogidos en el Código Internacional para la protección de
la tutela de los turistas de manera expresa, pero si lo hace cuando indica que la
resolución alternativa de controversias puede incluir —los medios previamente
citados—, a través de la coletilla «sin que sean las únicas posibilidades». Y es
que, aunque la doctrina del ADR ha descrito principalmente estas fórmulas
anteriormente comentadas, existen otras figuras, denominadas híbridas21 que
caminan a caballo entre unas y otras. Estos modelos mixtos o híbridos están
siendo desarrollados por las nuevas entidades que se están creando para la
resolución de conflictos de consumo. Para ello intentan aprovechar las bondades
de los métodos autocompositivos y adjudicativos y crean nuevas modalidades
con personalidad propia, dando lugar a diferentes figuras como puede ser 
med-arb, co-med-arb, multi-step-wise-men22.

A priori este tipo de modelos nos causan bastante inseguridad, porque en
ocasiones desconocemos en profundidad el procedimiento al que nos vamos a
someter. Si ya como consumidores conocedores de estos procedimientos ADR
y de nuestros derechos nos puede llegar a ser difícil de comprender cualquiera
de estos medios híbridos, imagínense a cualquier consumidor medio e incluso
vulnerable que se adentre en uno de estos procedimientos. No obstante, la rea-
lidad es que el consumidor medio no mira en exceso las cláusulas y condiciones
de estos medios de resolución de conflictos y se guía más por la orientación que
reciban desde la propia entidad. Si bien, la entidad deberá de ser reconocida y
reconocible en cuanto a prestigio y calidad en la comunidad donde lleve a cabo
sus actividades para que los consumidores les confíen sus reclamaciones de
consumo.
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Así las cosas, en la actualidad encontrar una entidad ADR que realice en
puridad y en exclusividad mediación, conciliación o arbitraje es misión prácti-
camente imposible, ya que casi todas responden a modalidades híbridas o mix-
tas, que conjugan diversos estadios a modo de filtros sobre los cuales se sol-
ventarán en estadios primarios los conflictos sencillos y avanzarán hacia ADR
más complejos aquellas reclamaciones más complicadas y con las que no sea
fácil llegar a un acuerdo satisfactorio para ambas partes por igual. Por ello, es
importante no dejarnos llevar por los nombres de algunas entidades de ADR,
sino que recomendamos entrar en sus webs para poder leer con detenimiento
el procedimiento que realizan para la resolución de litigios y de esta manera
tener un conocimiento formado del procedimiento al que nos enfrentaremos
cuando entregamos nuestro asunto a la misma.

MEDIOS DE RESOLUCIÓN ALTERNATIVO DE CONFLICTOS
PARA EL TURISMO EN LÍNEA

Todo lo hasta aquí analizado tiene como finalidad su aplicabilidad al ámbito
del turismo, tal y como indica el Código Internacional para la protección de
los turistas. Sin embargo, generalmente el turista que visita un lugar durante
unos días y luego vuelve a su lugar de origen no puede, ni quiere quedar vin-
culado a un procedimiento ADR para el que se le requiera su presencia física.
Ya que, de esta manera, estará obligado a volver a ese destino en la fecha en
la que sea citado por esta entidad ADR y así resolver su conflicto. En este
caso, la tutela extra jurisdiccional es menos protectora que la jurisdicción
ordinaria.

De modo que en caso de que un consumidor deba iniciar un proceso judicial
civil contra la empresa o el prestador de servicios que le ha atendido en sus
vacaciones estará protegido por el artículo 52.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil
en el que se determina que en los litigios derivados del ejercicio de acciones
individuales de consumidores o usuarios será competente, a elección del con-
sumidor o usuario, el tribunal de su domicilio o el tribunal conforme a los artícu-
los 50 y 51. Es decir, el consumidor se puede acoger a un fuero especial y seguir
todo el proceso judicial de reclamación desde su domicilio. Esto, fruto del
impulso y protección que la Unión Europea ha otorgado a la tutela judicial ordi-
naria de los consumidores no está previsto para la tutela extrajudicial de las
ADR.

Por ello, una posible solución a esta situación tan contradictoria donde los
ADR pueden no facilitar la tutela, sino dificultarla, estaría en el uso de los ODR,
los Online Dispute Resolution permiten la tutela de estos ADR de manera tele-
mática. Esto hace que los ODR sean aún más económicos, más sencillos y rápi-
dos de lo que ya lo son los ADR que hemos visto hasta ahora.
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23.  HÖRNLE, J., Cross-Border Internet Dispute Resolution, Cambridge University Press, 2009,
pp. 81-82.

Así las cosas, como hemos analizado supra, tanto la negociación asistida
como la negociación automática o blind bidding23 son ADR que se desarrollan
eminentemente a través del medio electrónico. Y la llegada de Internet supuso
que estos softwares puedan ser compartidos por dos o más partes implicadas
en la reclamación. De manera que a través de una negociación automática o como
traducen al castellano sistemas de pujas a ciegas, se puede llegar a un acuerdo
sobre la cantidad por la que en este caso el empresario turístico va a indemnizar
al turista. Por otro lado, tal y como veíamos en los sistemas de negociación
asistida, también eminentemente electrónicos, el empresario turístico acordará
un itinerario diferente para cada tipo de reclamación y una compensación dis-
tinta para cada una de ellas. Así, de manera casi automática y sin tener un tercero
detrás del sistema informático, el empresario turístico podrá resolver aquellas
disputas que surjan con sus clientes, sin necesidad de que ninguno de ellos se
tenga que desplazar físicamente y cada uno de ellos lo hará en el momento más
adecuado de su día.

No obstante, la figura del defensor del consumidor también podrá hacerse
con las tecnologías de la información y la comunicación para llevar a cabo el
procedimiento de análisis y resolución de casos. Si bien, los procedimientos de
estos defensores del consumidor son muy diversos y encajan dentro de los que
hemos denominado ADR híbridos puesto que combinan los diferentes ADR que
tengan por conveniente para obtener los resultados deseados.

Respecto de la conciliación y mediación online o en línea podemos ver su
parte electrónica de manera conjunta, al distar poco electrónicamente hablando
sobre el tipo de intervención del tercero neutral a través de un procedimiento
u otro. Así las cosas, tanto la conciliación como la mediación darán inicio tras
una sesión informativa que se puede entender como celebrada desde el envío
de la información a las partes, la remisión de un vídeo explicativo del procedi-
miento o como sería más adecuado con una sesión de videoconferencia donde
las partes puedan preguntar a la persona responsable de la entidad aquellas
dudas que le vayan surgiendo cuando esta les vaya explicando el procedimiento
de conciliación o mediación. Una vez finalizada esta sesión informativa le segui-
ría una sesión constitutiva donde las partes ratificarán que libre y voluntaria-
mente acuerdan la sumisión a esta mediación o conciliación online y aceptan por
tanto también las obligaciones que se deriven de estas y los honorarios que el
propio procedimiento requiera. Esta ratificación se podrá hacer bien por medios
de vídeo, voz o por firma electrónica.

Tras esta fase, se daría lugar al inicio de las sesiones del procedimiento de
mediación o conciliación propiamente dichos. De modo que en ocasiones la enti-
dad requerirá a las partes sendos escritos para conocer sus alegaciones y reivin-
dicaciones en el procedimiento que podrán ser remitidos a través de correo elec-

Capítulo 1. Mejora ¿o no? La tutela en la protección de los turistas a través del ...

53



24.  La inclusión de cláusulas de sumisión al arbitraje ex ante en los contratos de consumo,
constituye una cláusula abusiva en virtud del Anexo de la Directiva 93/13/CEE del Consejo,

trónico. Para así posteriormente planificar las entrevistas individuales con cada
parte para preguntar sobre aspectos concretos y ver los perfiles de cada parte.
Estas entrevistas individuales si se harán a través de videoconferencia ya que el
lenguaje no verbal también le dará pistas al mediador o conciliador, en este caso
humano, de las intenciones o el nivel de dificultad que tienen estas para llegar a
un acuerdo. De esta manera, una vez que el mediador o conciliador entienda que
las partes pueden entrar en el cuerpo a cuerpo se convocará una sesión de media-
ción conjunta, donde las partes puedan exponer sus conclusiones y el mediador
o conciliador pueda ayudar a este entendimiento y diálogo o proponer en su caso
la o las soluciones que pueden dar fin al conflicto. Una vez finalizada esta sesión
o sesiones comunes se podrá dar fin al procedimiento de mediación o conciliación,
ya sin necesidad de videoconferencia, sino simplemente con la redacción de un
documento donde se establezca la avenencia y en qué términos para cada una de
las partes y que posteriormente sea ratificado vía firma electrónica por cada parte
o bien el mediador o conciliador podrá poner fin al procedimiento sin avenencia,
además de poder informar, siempre respetando el principio de confidencialidad,
de los motivos que han impedido dicha conformidad de las partes.

Sin duda, es un procedimiento que puede llevarse a cabo de manera 100%
online además de contar con las comodidades que suponen no tener que des-
plazarse y poder seguir partes de este procedimiento de manera asíncrona y
contestando a las propuestas cuando hayan podido ser analizadas por cada una
de las partes.

En nuestro sistema arbitral de consumo, los trabajadores públicos realizan
una suerte de mediaciones con las partes vía telefónica ayudándoles a poder
encontrar una solución a su conflicto sin necesidad de que las partes tengan que
desplazarse, como ocurre cuando estas deben asistir a la vista del arbitraje.

En cuanto al arbitraje, y a pesar de no ser el medio de resolución de litigios
más utilizado en los países europeos para la resolución de conflictos de consumo
como son las reclamaciones de turistas, también cabe realizarlo de manera
online en el 100% de sus fases. Es importante saber que en el arbitraje existirá
una sesión informativa que al igual que en los medios anteriores podrá ser a
través de un documento informativo, un vídeo o una sesión por videoconferen-
cia. Sin embargo, en esta ocasión no habrá una sesión constitutiva, sino que las
partes deberán firmar un convenio arbitral donde conste sobre todo los efectos
de cosa juzgada que producirá el laudo, ya que eliminan la posibilidad de acudir
—salvo casos muy excepcionales— a la vía judicial con posterioridad por ese
mismo asunto. Tanto es así que en aras a la protección del consumidor la Unión
Europea prohibió la sumisión al arbitraje de los consumidores antes de que se
produzca el conflicto o reclamación24. Y es que mientras que las partes pueden
terminar cualquier ADR de los anteriormente comentados en cualquier
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25.  

26.  

de 5 de abril de 1993, sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados con consumi-
dores.
Trabajo realizado en el marco del Proyecto «Claves para una justicia digital y algorítmica
con perspectiva de género», PID2021-123170OB-I00 financiado por MCIN/AEI/10.13 
039/501100011033.
Disponible en: https://ec.europa.eu/consumers/odr/main/?consumer-question3=N&com-
plaintType=1&event=main.complaints.new, visitada el día 10 de octubre de 2024.

5.

momento o fase, el arbitraje una vez firmado ese convenio arbitral no puede
finalizarse por voluntad de ninguna de las partes y deberá continuar el procedi-
miento hasta la publicación del laudo que puede ser estimatorio, desestimatorio
o por acuerdo de las partes, lo que se denomina laudo conciliatorio. 

En el ámbito electrónico todas estas fases eminentemente documentales
pueden ser resueltas a través de correos electrónicos o cualquier otro medio de
mensajería instantánea donde las partes pueden dar su consentimiento vía firma
electrónica, de manera asíncrona y sin plazos excesivamente cortos. No obs-
tante, el árbitro o árbitros designados por la entidad ADR que vaya a solventar
la reclamación del turista o turistas requerirán realizar preguntas o consultar
algún punto o alegación a cada parte que no le haya quedado claro a la vista de
sendos escritos de alegaciones y contestación a las mismas por parte del empre-
sario turístico.

Para ello, será necesaria al menos una sesión de vista donde además puedan
celebrar alguna prueba sobre todo testifical de algún tercero. Esto es fácilmente
salvable a través de los diversos canales de videoconferencia que existen. En la
actualidad, la Administración General del Estado utiliza la plataforma Cisco
Webex para las comunicaciones de sus funcionarios con los ciudadanos, aunque
cualquier plataforma que cumpla con unos requisitos mínimos de seguridad
puede ser utilizada.

Finalmente, tras esta vista el o los árbitros se retiran a deliberar y decidir
sobre el asunto. La decisión adoptará forma de laudo que será remitida y noti-
ficada nuevamente a través del medio de mensajería o correo electrónico faci-
litado por las partes para este asunto. Y será a través de este como podrán
comunicar su recepción o solicitar cualquier tipo de aclaración al mismo.

UN REVULSIVO PARA LA PLATAFORMA EUROPEA DE ODR25

La Comisión Europea en febrero de 2015 puso en marcha una plataforma
europea de servicios de ODR para consumidores. Esta plataforma puede ser
utilizada por cualquier ciudadano sito en la Unión Europea siempre que vaya a
reclamar a cualquier empresario sito en la Unión Europea.

Con estas premisas se abrió esta plataforma online26 para que los consumi-
dores, también turistas, pudiesen remitir estas reclamaciones a los empresarios
con los que no podían contactar de otra manera o que habiendo contactado no

Capítulo 1. Mejora ¿o no? La tutela en la protección de los turistas a través del ...

55



27.  

28.  

Ver listado en: https://ec.europa.eu/consumers/odr/main/?event=main.adr.show2, visitado
el día 10 de octubre de 2024.
Disponibles en: https://ec.europa.eu/consumers/odr/main/?event=main.statistics.show,
visitados el día 10 de octubre de 2024.

1.

2.

3.

4.

habían llegado a un acuerdo. Es algo así como una segunda oportunidad. Sin
embargo, a pesar del nombre de esta plataforma, en ella no se realiza ningún
procedimiento de ODR, sino que las partes (el turista o bien el empresario
turístico) pueden proponer una de las entidades acreditadas en la plataforma por
los distintos Estados Miembros27 para solventar su conflicto. Sin embargo, la
realidad es que las estadísticas muestran cómo año a año esta plataforma pierde
un gran número de reclamaciones por la falta de acuerdo entre el consumidor y
el empresario. En ocasiones por las dificultades idiomáticas que cada vez son
más fáciles de solventar a través de la Inteligencia Artificial.

Por ello, creemos que este Código Internacional para la protección de la
tutela de los turistas puede componer un gran revulsivo a esta plataforma de
ODR del siguiente modo:

No limitar su uso a ciudadanos europeos, sino que cualquier turista que
haya estado en algún Estado Miembro pueda proceder a introducir su
reclamación.

Acreditando entidades ODR que no requieran la presencia física de las
partes especialmente si tratan reclamaciones de consumo turístico.

Habilitar un procedimiento ODR sencillo de negociación asistida en la
propia plataforma para que el empresario pueda a través de una simu-
lación obtener una orientación sobre las posibles resoluciones que
tiene su caso.

Se deberá publicitar esta plataforma en todos los establecimientos
turísticos, incluso incluyendo un código QR en las facturas que redi-
reccione a los turistas a esta web.

Con estos puntos básicos se podría por un lado fomentar los derechos que
otorgan a los turistas este Código y, por otro lado, se fomentaría el uso de la
plataforma ODR que parece estar algo denostada en los últimos tiempos por
falta de utilidad, ya que según las estadísticas publicadas28 tan solo entre un 1 y
un 2% de las reclamaciones introducidas encuentran una respuesta vía entidad
ODR.

Por lo tanto, la figura del Código Internacional para la protección de la tutela
de los turistas puede llegar a ser un arma muy poderosa para los millones de
turistas que visitan nuestro país y el resto de los países de la Unión Europea,
mejorando así el riesgo país para que muchos más turistas decidan apostar por
nuestra tierra para pasar sus vacaciones y por ende aportar a la riqueza nacional.
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6.

Pero para ello se necesitará de una apuesta real y efectiva por parte de todas las
administraciones que signen este Código así como un viraje en la fórmula para
aplicarlo.
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INTRODUCCIÓN. APROXIMACIÓN A LA CUESTIÓN OBJETO
DE ESTUDIO

El turismo como disciplina científica, a diferencia del derecho, no tiene una
larga tradición y su incorporación a la realidad académica del Espacio Europeo
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1.  
2.  

3.  

4.  

«The basis of tourism studies», Journal of tourism Studies, núm. 14 (I), 2003 pp. 6-16.
Formulación del desarrollo sostenible que implica la necesidad de hacer un uso racional de
los recursos que no comprometa su conservación para su uso por posteriores generaciones.
«La hora del turismo sostenible y de las personas», Turismo pos-Covid-19, Cátedra de
Turismo CajaCanarias-Ashotel de la Universidad de La Laguna, 2020, pp. 283-291.
«La hora del turismo sostenible y de las personas», Turismo pos-Covid-19, Cátedra de
Turismo CajaCanarias-Ashotel de la Universidad de La Laguna, 2020, pp. 283-291.

de Enseñanza Superior es relativamente reciente, en la primera década del siglo
XXI. Ya con anterioridad existen planteamientos que reclaman la consideración
de ciencia para el estudio del turismo (JAFARI1). Con posterioridad se ha ido
desarrollando una percepción del turismo alejada de los principios economicis-
tas de los inicios y con una perspectiva más social que se ha reflejado de manera
clara en las políticas públicas turísticas de los distintos Estados, más orientadas
a configurar el fenómeno turístico como instrumento de sostenibilidad e inclu-
sividad, la que constituye sin duda su auténtica dimensión para construir un
futuro de paz y prosperidad entre los pueblos.

No es ajena a esta moderna construcción la aportación relevante de las orga-
nizaciones de la comunidad internacional que desde la perspectiva del derecho
contribuyen a este progreso constante. En efecto, si relevante fue en la década
de los años 80 la aparición desde Naciones Unidas del Informe Bründtland2, no
lo fue menos la Conferencia de Rio de inicios de los 90 o, ya situados en los
últimos años, que son los primeros de este tercer milenio, todo el trabajo que
desembocó en la formulación de los Objetivos de Desarrollo Sostenible, que
cabe considerar nuestra agenda de supervivencia a corto y medio plazo. Se trata
de la formulación de 17 metas que deben ser compartidas por toda la Comunidad
Internacional para garantizar el progreso sin comprometer el futuro. Hacen
referencia a pilares fundamentales para el desarrollo de la persona y de la socie-
dad en sí, como la erradicación de la pobreza y del hambre, la salud y la educación,
la igualdad de género, el acceso a agua limpia y energía no contaminante, el
mercado laboral decente, la reducción de las desigualdades, el derecho a entor-
nos urbanos sostenibles, el consumo responsable, clima y ecosistemas sanos,
una justicia para todas y todos y un sistema de alianzas internacionales que
favorezca en la mayor medida de los posible la consecución de todos ellos. Cabe
considerar que el turismo pueda ser un instrumento de inigualable e incalculable
valor para la consecución de una parte relevante de estas finalidades, a priori
utópicas, pero quizás más por su dificultas para ser alcanzadas que no por la
imposibilidad de su consecución. Que el turismo es un factor relevante, si no
esencial, para la consecución de las metas propuestas es algo que no se discute
en la actualidad. Incluso algunos autores realizan una interpretación más amplia
de los tradicionales ODS’s «turísticos» (SUAREZ, S., FUMERO, E.)3 4.

Tradicionalmente se han vinculado al turismo los Objetivos 8, 12 y 14. Pero
la reducción de la desigualdad, la inclusividad, sostenibilidad y resiliencia de las
ciudades y asentamientos humanos en general, así como la protección de los
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—

—

—

bosques, el freno a la reducción de la biodiversidad y la lucha contra la deserti-
ficación son también retos a los que el turismo no se puede mostrar ajeno.

En este contexto de auténticos desafíos para el turismo como disciplina
científica, como ciencia, es relevante poner de manifiesto y resaltar como en los
distintos ordenamientos jurídicos el turismo como auténtico eje transformador,
motor de los cambios que se requieren, cobra importancia y es reconocido como
factor determinante en los sistemas políticos y legislativos de los distintos
Estados.

LA IMPORTANCIA DE LOS PRINCIPIOS EN EL ESTUDIO DEL
DERECHO

Los principios generales del Derecho constituyen, junto a la ley y la cos-
tumbre, las fuentes del Derecho en el ordenamiento jurídico español. Así lo
establece el art. 1.1 del Código Civil, que les confiere un carácter supletorio a
la vez que relevante en el apartado 4 del mismo precepto. Supletorio por cuanto
establece que se aplicaran en defecto de ley o costumbre, pero relevante al
otorgarles el carácter de elemento informador del propio ordenamiento jurídico
en su conjunto.

Estos principios, a pesar de no estar recogidos siempre en los textos legales,
pueden considerarse inherentes a los mismos precisamente por su carácter
informador de cualquier ordenamiento jurídico. Cabe otorgarles también un
carácter de instrumento de interpretación de las normas jurídicas y de facilitador
de la predictibilidad de las mismas, con lo cual se puede afirmar que constituyen
un facilitador, una garantía de seguridad jurídica para los ciudadanos en el amplio
abanico de sus relaciones tanto de carácter privado, entre ellos mismos, como
público, con las Administraciones.

Algunos ejemplos de principios generales del derecho, recogidos estos de
manera explícita en nuestro ordenamiento jurídico:

El principio de la buena fe. Establece el art. 7 del Código Civil que los
derechos deben ejercitarse de acuerdo con la buena fe, no amparando
ningún texto legal el ejercicio abusivo del derecho, esto es, con ánimo
de perjudicar a terceras personas.

El principio de legalidad. Uno de los principios constitucionales que
deben fundamentar toda la estructura del Estado de Derecho. Toda
actuación, tanto de los particulares como de los poderes públicos, debe
estar sometida al imperio de la ley, no pudiendo fuera de este marco
habilitarse ningún ejercicio de derechos.

El principio de jerarquía normativa, esencial también por cuanto cons-
tituye la regla básica para ordenar nuestras normas jurídicas en función

Capítulo 2. El turismo como principio rector de la política social en ...

61



5.  Cabe precisar aquí que, fruto de la singular ordenación territorial que dibuja la Constitución,
se deben considerar tanto el Estado como las Comunidades Autónomas.

—

—

—

de su rango, de su importancia, atendiendo a cuál sea la procedencia
institucional de las mismas. Es sin duda junto a la soberanía popular la
columna vertebral sobre la cual se sustenta un sistema democrático.
En efecto, en un esquema piramidal explicativo del sistema jurídico
entendido como el mecanismo a través del cual se relacionan las nor-
mas jurídicas (KELSEN). En la parte superior de la pirámide, trasla-
dando la teoría a la realidad jurídica de nuestro ordenamiento, se situa-
ría la Constitución Española, nuestra Carta Magna, aprobada por refe-
réndum popular el 6 de diciembre de 1978. A continuación, las leyes
emanadas de los parlamentos5 estatal y autonómicos, las disposiciones
con rango de ley (Real Decreto Ley y Reales Decretos Legislativos,
que a pesar de proceder del ejecutivo son controlados por el órgano
legislativo) y los reglamentos, cuya elaboración está en manos del eje-
cutivo, pero que ven limitado su campo de actuación al desarrollo de
normas de rango superior (en esta categoría, junto a Decretos y Órde-
nes ministeriales, cabe incluir también la figura de las ordenanzas
municipales, que en el ámbito del turismo adquieren especial relevan-
cia en lo que concierne por ejemplo a la regulación de la convivencia
entre la ciudadanía, no siempre pacífica cuando ésta se clasifica entre
residentes y turistas). La auténtica trascendencia de este principio
radica en la imposibilidad de que normas de rango inferior contradigan
a aquellas que están situadas por encima, garantizando de esta manera
un control efectivo de la labor productora de normas de las Adminis-
traciones Públicas.

El principio de proporcionalidad, a cuyo tenor la actuación de los pode-
res públicos debe emplear los medios idóneos para la consecución de
la finalidad perseguida. Acompañan a este principio el de menor lesi-
vidad para los intereses del ciudadano y cobra especial relevancia en el
campo del derecho sancionador y en la actuación de nuestras Adminis-
traciones Públicas en el ejercicio de funciones de policía, tanto a nivel
administrativo como a nivel de intervención de Cuerpos y Fuerzas de
Seguridad del Estado.

El principio de «non bis in idem», en función del cual nadie puede ser
penalizado diversas veces por una misma conducta.

El principio «prior tempore, potior iure», procedente del derecho
romano, que establece el orden en la prioridad de los derechos, prefi-
riendo en su ejercicio a aquel que lo ha ejercido con anterioridad en el
tiempo. A título de ejemplo, la extraordinaria importancia de este prin-
cipio en el ámbito registral en dónde ante cualquier posible discrepancia
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Lecciones del contrato de trabajo, Dykinson, Madrid, 2019.
«Los principios generales del derecho: La buena fe y el abuso del derecho». Revista Agenda
Internacional (Pontificia Universidad Católica del Perú), 4 (9), (1997) pp. 109-133.
«El soft law en el contexto de las fuentes del Derecho Internacional: Aportes a la discusión»,
Revista de Derecho Público, un. 94 (2021), pp. 1-16.
Según la cuenta satélite del turismo de España, del Instituto Nacional de Estadística, la
actividad turística alcanzó los 155.946 millones de euros en 2022, un 11,6% del PIB, lo que
supuso 3,9 puntos más que 2021. El turismo se afianza como gran motor económico y
alcanza un récord del 12,8% del PIB, según Exceltur, en 2023.

3.

sobre la titularidad con relación a un bien inmueble, triunfará aquel que
pueda demostrar que inscribió primero en el Registro correspondiente.

El principio pro-operario, principio que garantiza que allí donde existan
varias interpretaciones posibles de un precepto de Derecho del Trabajo
será de aplicación la interpretación que mayor beneficio suponga para
el trabajador. Criterio puro de interpretación de las normas y no de
contratos que no aparece expresamente recogido en el ordenamiento
laboral, aunque sí tiene presencia a través de los principios de norma
más favorable y de condición más beneficiosa (NUÑEZ-CORTÉS6).

Los principios generales del derecho constituyen también, desde otro punto
de vista que no es objeto de análisis en el presente capítulo, pero puede ayudar
a entender su extraordinaria importancia, una fuente del derecho internacional.
Y este carácter se ha desarrollado de forma a paralela a su despliegue en los
distintos ordenamientos jurídicos nacionales (NOVAK7).

En este ámbito internacional cobre especial relevancia en relación con la
importancia de los principios generales del derecho el denominado soft law que,
opuesto al hard law (normas imperativas y de aplicación coactiva), pretende
derivar el ordenamiento jurídico hacia un escenario de mayor aceptación por
parte de los sujetos que a él están sometidos. La doctrina ha empezado a poner
de relevancia la necesidad de preguntarse por la posibilidad de que estas normas
de derecho blando sean contenedoras de auténticas obligaciones jurídicas
(BENAVIDES8). Y es el turismo un campo de estudio dónde estas normas cuya
naturaleza empieza a comportar un encendido debate doctrinal tienen un reco-
rrido especialmente interesante pues comporta escenarios donde los códigos
éticos, los códigos de conducta e instrumentos similares pueden dibujar meca-
nismos de alto grado de consenso susceptibles de desembocar en el futuro en
los ordenamientos jurídicos y mejorar así la esfera de protección de los ciuda-
danos a nivel global.

LA REGULACIÓN DEL TURISMO EN EL ORDENAMIENTO
JURÍDICO ESPAÑOL

A nadie escapa la importancia del turismo en el Estado español, tanto desde
el punto de vista económico9 como desde el punto de vista social. Sobre el pri-
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3.1.

3.1.1.

mero de los aspectos es abundante la literatura que subraya su trascendencia,
pero no lo es ya tanto en el segundo aspecto, y cabe tener en cuenta que más
allá de la importancia para la economía es también relevante el beneficio del
turismo en lo social. Así, se podría pensar en la mejora la calidad de vida de la
población anfitriona (a través de la generación de empleo, el desarrollo de
infraestructuras, y el mejoramiento de los servicios públicos), en la promoción
del desarrollo de las infraestructuras locales(la demanda de servicios como
hoteles, restaurantes, y carreteras propicia la inversión en estas áreas), la con-
servación de las poblaciones rurales(reduce que la población local tenga la nece-
sidad de migrar a otros sitios en busca de empleo), la facilitación del acceso a
las vacaciones como un derecho social(la evolución del turismo a lo largo de los
años ha permitido que los costos asociados a viajar, alojarse, comer, y realizar
actividades turísticas en general sean menores, permitiendo así que un mayor
número de personas puedan tener acceso a viajes vacacionales), la generación
de oportunidades para emprendedores locales(pequeñas empresas y artesanos
locales pueden beneficiarse mediante la proporción de productos y servicios a
los visitantes, contribuyendo también al desarrollo económico de la comunidad),
el fomento de la educación de los residentes(la interacción constante con visi-
tantes extranjeros brinda oportunidades educativas a la comunidad local. Esto,
a través de programas de intercambio cultural, aprendizaje de idiomas y desa-
rrollo de habilidades) o la estimulación del voluntariado comunitario (los turistas
buscan contribuir con sus habilidades (de cualquier tipo, que consideren útil) y
recursos (como dinero, bienes materiales y tiempo) para mejorar aspectos
específicos de la comunidad).

La evolución de la normativa turística española desde sus orígenes, a inicios
de la década de los 60, hasta la actualidad, responde en cierta manera a esta
dicotomía entre las visiones economicista y social del turismo, que, sin que sean
necesariamente contrapuestas, sí que han determinado diversas orientaciones
de las políticas públicas y, en consecuencia, distintas también orientaciones
normativas.

LA NORMATIVA TURÍSTICA EN LA ETAPA
PRECONSTITUCIONAL

La ley de turismo de 1963

Fruto de la incipiente aparición en nuestro país del turismo como fenómeno
social y consciente el Ejecutivo de la trascendencia, a priori económica, que este
fenómeno era capaz de generar, se promulga la Ley 48/1963, de 8 de julio, sobre
competencia en materia de turismo. Es esta ley heredera directamente de la
creación y regulación del Patronato Nacional de Turismo de 1928. Esta norma,
de reducida extensión, lleva a cabo una tarea absolutamente crucial para el
devenir del derecho del turismo en nuestro ordenamiento jurídico, al atribuir
las competencias en materia turística al Ministerio de Información y Turismo.
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10.  Nótese que esta norma establece una clasificación que se ve hoy todavía reflejada, al menos
en parte, en la realidad empresarial turística de nuestro mercado. De hecho, la vigencia del
Estatuto Ordenador se prolongó hasta 2010, año en que fue derogado por el Real Decreto
39/2010, de 15 de enero, por el que se derogan diversas normas estatales sobre acceso a
actividades turísticas y su ejercicio.

—

—

Se conoce por tanto a partir de este momento cual será el órgano encargado de
dirigir las operaciones jurídicas por lo que al desarrollo del turismo se refiere.

Simultáneamente, le son atribuidas a dicho Ministerio funciones de fomento
de la iniciativa privada, ordenación y coordinación del turismo, y la de orientar
y regular la información, propaganda, relaciones públicas, fomento y atracción
del turismo, ya sean ejercidas dichas actividades por la Administración Pública
o por particulares, ordenación y vigilancia de las empresas de hostelería o de
cualquiera otras de carácter turístico, así como de los alojamientos o instalacio-
nes de igual naturaleza y de las profesiones turísticas y también capacidad san-
cionadora frente a las posibles infracciones que se pudieran cometer en aquellas
materias relacionadas con las competencias que la ley atribuye.

El Estatuto Ordenador de Empresas y Actividades Turísticas de
1.96510

Al cabo de poco más de un año, entra en vigor la norma más importante de
la Ley de competencias turísticas. Se trata del Decreto 231/1965, por el que se
aprueba el Estatuto Ordenador de Empresas y Actividades Turísticas. No incor-
pora tanto una voluntad política de reglamentar como la de convertirse en norma
habilitante de las disposiciones que se dicten a partir de ese momento.

Lleva a cabo esta norma 2 importantes cometidos:

Establece una diferenciación entre los conceptos de empresa y activi-
dad turística, imponiendo los artículos 27 y 28 las mismas obligaciones
que se establecen para las empresas turísticas para aquellas que lleven
a cabo actividades turísticas privadas. Estas se definen en el apartado
3 del artículo 1 como todas aquellas que de manera directa o indirecta
se relacionen o puedan influir predominantemente sobre el turismo,
siempre que lleven consigo la prestación de servicios a un turista, tales
como las de transporte, venta de productos típicos de artesanía nacio-
nal, espectáculos, festivales, deportes y manifestaciones artísticas, cul-
turales y recreativas, y especialmente las profesiones turísticas.

Establece una clasificación de las empresas turísticas, diferenciando las
de hostelería, las de alojamientos turísticos de carácter no hotelero, las
agencias de viajes, las agencias de información turística, los restauran-
tes y cualesquiera otras que presten servicios directamente relaciona-
dos con el turismo y reglamentariamente se determinen como tales.
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3.2.1.

Desarrollo reglamentario a partir de la década de los 70

A lo largo de la década de los 70 los distintos Ministerios que contaron con
el turismo entre sus competencias se encargaron de elaborar un extenso catá-
logo de normas reglamentarias encaminadas a regular las distintas empresas y
actividades turísticas. A título de ejemplo, el Decreto 2482/1974, de 9 de agosto,
de medidas de ordenación de la oferta turística, el Decreto 3787/70 sobre requi-
sitos de infraestructura en alojamientos turísticos en España, la Orden 19 junio
de 1970 sobre la inclusión en la ordenación turística de restaurantes a cafés,
bares, salas, clubes y similares, el Real Decreto 2199/1976, de 10 de agosto,
sobre reclamaciones de los clientes en los establecimientos de las Empresas
turísticas o el Real Decreto 2545/1982, de 27 de agosto, sobre creación de cam-
pamentos de turismo («campings»).

LA NORMATIVA TURÍSTICA DESPUÉS DE LA CONSTITUCIÓN DE
1.978

En 1978 se produce un auténtico punto de inflexión, tanto a nivel político
como a nivel jurídico. Era evidente que el cambio de modelo tenía que incidir
también en el derecho del turismo. Nuestra Carta Magna, aprobada por amplio
consenso el 6 de diciembre de 1978 establece 5 grandes líneas maestras:

Nuestro modelo político, acogiendo la monarquía parlamentaria como
sistema para configurar el Estado social y democrático de derecho.

Los derechos y libertades públicas, delimitando un ámbito de especial
protección para los derechos fundamentales.

Los principios rectores de la política social y económica, sobre los que
se profundizará en la última parte de este ensayo a partir de la hipótesis
de que el turismo constituye de manera implícita uno de estos princi-
pios.

Las instituciones básicas del Estado y su cometido en el engranaje
constitutivo del sistema democrático.

La organización territorial del Estado, con especial mención en este
apartado a un hecho que tendrá una relevante incidencia en la configu-
ración del derecho del turismo: la aparición de las Comunidades Autó-
nomas como nueva entidad territorial.

Una lectura turística de la Constitución Española

En la Constitución Española sólo aparece reflejado una vez el término
turismo. Es en el subapartado 18 del artículo 148.1 cuando se establecen las
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11.  «La constitución española y el turismo» en la obra colectiva La Constitución española en su
XXV aniversario, dirigida por BALADO y GARCÍA REGUEIRO, Ed. C.I.E.P.-I.I.C.P. y
BOSCH, 2003. pp. 1161 a 1171.

—

competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas (MELGOSA11).
Aunque no es imperativo a partir del texto constitucional, el uso del término
«podrán» no deja lugar a dudas, lo cierto es que todas las Comunidades Autó-
nomas han aceptado estas competencias y han desarrollado, en mayor o menor
medida, un amplio abanico de normas turísticas que pueden llevar a afirmar que
en estos momentos el mayor peso de producción del derecho del turismo recae
en las entidades autonómicas.

A pesar de que el término turismo sólo aparezca explicitado en el entorno
de las competencias autonómica, también cabe incluirlo entre las competencias
exclusivas que se reservan al Estado, siendo en este caso imperativo el ejercicio
de estas, como así indica el uso del término «tiene» en lugar de la expresión
«podrán asumir». Y ya no de manera explícita, pero sí implícitamente, cabe sos-
tener que el turismo se halla presente en este amplio listado de temas que el
texto constitucional reserva en exclusiva al Estado. Algunas de estas, las más
relevantes, aunque no las únicas, son:

Las bases y coordinación de la planificación de la actividad económica:
si el turismo es un fenómeno con una fuerte componente de generación
de riqueza, la posibilidad de planificar dicha actividad a través de la
creación y puesta en marcha de políticas públicas potentes que tengan
por objetivo el posicionamiento del turismo español en el mercado
internacional es una competencia de primer orden en este sentido. Al
hilo de esta reflexión, el uso de instrumentos de política turística como
la planificación y programación del sector adquiere importancia capital.
La organización administrativa debed contribuir a tal fin, y en el caso
de España, El Ministerio correspondiente, en la actualidad el de Indus-
tria y Turismo, cuenta con la inestimable colaboración de las adminis-
traciones institucionales que, encuadradas en el organigrama llevan a
cabo las funciones específicas que la ley les atribuye. Así, el Instituto
de Turismo de España (con la función de comercialización de la marca
turística España en el mundo), Segittur (Sociedad Estatal para la Ges-
tión y la Innovación y las Tecnologías Turísticas), responsable de
impulsar la innovación (I+D+i) en el sector turístico español, tanto en
el sector público (nuevos modelos y canales de promoción, gestión y
creación de destinos inteligentes, etc.) como en el sector privado
(apoyo a emprendedores, nuevos modelos de gestión sostenible y más
competitivo, exportación de tecnología española) o la Sociedad Nacio-
nal de Paradores de Turismo, instrumento de extraordinario valor por
cuanto proyecta la imagen de modernidad y calidad de nuestro turismo
en el exterior y que contribuye a la integración territorial, a la recupe-
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«Redes sociales y relaciones internacionales en el sector turístico». Janus.Net e-Journal of
International Relations, vol. 12 N1, (2021) pp. 201-213. Recuperado 02-11-2024, https://
doi.org/10.26619/1647-7251.DT21.13
«Las relaciones internacionales y el turismo». Economía y Desarrollo, 158(1), (2017) pp.
211-224.

—

—

3.2.2.

ración y mantenimiento del Patrimonio Histórico-Artístico de nuestro
país y a la preservación y disfrute de espacios naturales, siendo, a la
vez, motor dinamizador de zonas con reducido movimiento turístico o
económico.

Las relaciones internacionales: el papel de las Relaciones internacio-
nales en el turismo es un fenómeno de grandes consecuencias econó-
micas, sociales, culturales y ambientales, que puede condicionar el
comportamiento del turista y del sector turístico en su conjunto. Ello
ha sido puesto de manifiesto con la reciente crisis Covid-19 (CALDE-
VILLA-DOMINGUEZ et. Al.,12), el consecuente cierre de fronteras y
la práctica desaparición de la actividad turística a nivel global. Demos-
trado ha quedado que las relaciones internacionales son capaces de
influenciar los flujos turísticos (CARRAZANA13). Piénsese por ejemplo
en las consecuencias de los conflictos armados o los destinos conside-
rados inseguros.

La legislación mercantil: la contratación mercantil tiene una evidente
vertiente turística. Los contratos de viaje combinado, de alojamiento,
de restauración, el time sharing, dejan en manos del estado una com-
petencia turística de largo alcance.

La legislación laboral: si bien existe un mercado laboral turístico con
unas problemáticas determinadas (precariedad, techo de cristal, falta
de formación), la normativa laboral, en manos del Estado y desarrollada
principalmente a partir del Estatuto de los Trabajadores, se aplica a las
relaciones laborales turísticas. El instrumento idóneo para singularizar
la protección de los trabajadores es el de los convenios colectivos. Así,
los convenios de hotelería de ámbito autonómico o el convenio de
agencias de viajes de ámbito estatal.

El desarrollo normativo de las CCAA: aparición de las leyes de
turismo

En la década de los años 80 y principios de los 90, las Comunidades Autó-
nomas, en ejercicio de sus competencias, asumen las riendas del desarrollo
reglamentario de las empresas y actividades turísticas. Este hecho, a priori
lógico a partir de la arquitectura competencial planteada por la Carta Magna,
podría llevar a preguntarse si es conforme al principio de jerarquía normativa
que sea el reglamento el instrumento idóneo para desarrollar esta normativa.
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15.  

«El impacto de la Directiva de servicios en el turismo» en El impacto de la Directiva servicios
en las administraciones públicas: aspectos generales y sectoriales coord. por AGUADO I
CUDOLÀ, V. y NOGUERA DE LA MUELA, B., Atelier, Barcelona, 2012.
«El impacto de la Directiva de servicios en el turismo» en El impacto de la Directiva servicios
en las administraciones públicas: aspectos generales y sectoriales coord. por AGUADO I
CUDOLÀ, V. y NOGUERA DE LA MUELA, B., Atelier, Barcelona, 2012.

3.2.3.

La respuesta es claramente afirmativa si se asume el hecho de que todo este
extenso panorama reglamentario está desarrollando el mandato constitucional
previsto precisamente en el 148.1.18.

A mediados de los años 90, se produce un hecho extraordinariamente rele-
vante para el derecho del turismo: las Comunidades Autónomas empiezan a
promulgar sus leyes de ordenación turística. Con el País Vasco en primer lugar,
en 1994, y Aragón para finalizar, en 2003, todas ellas se dotan de instrumentos
legislativos para dotar de cobertura a su producción normativa.

Se entiende en un primer momento que las leyes de turismo son leyes
necesarias (ARCARONS14), por cuanto trasladan la idea de que los valores que
se ligan al turismo representan valores esenciales para la sociedad y plantean
los problemas ahí donde se encuentran. (Tudela, citado por BOUAZZA). Trans-
curridos ya más de dos decenios desde la entrada en vigor de la Ley de Turismo
de Aragón, el balance no puede ir más allá de un optimismo moderado; si bien
se ha conseguido trasladar el debate jurídico al escenario parlamentario, no se
hayan resuelto temas como el de la financiación de los municipios turísticos, la
lucha contra el intrusismo profesional, el papel que debe jugar el urbanismo en
los destinos turísticos o la convivencia en entornos urbanos masificados.

La consecuencia en el conjunto del ordenamiento jurídico español de la apa-
rición de las leyes de turismo autonómica ha sido la práctica desaparición del
legislador estatal en esta materia más allá de las competencias transversales
analizadas en el epígrafe precedente. Ello debido también a que las normas
estatales existentes sean mayoritariamente preconstitucionales y deban
desempeñar un papel de relleno en virtud de la cláusula constitucional de suple-
toriedad (SUBIRATS).

La incidencia del Derecho de la Unión Europea en la normativa
turística española

No se concibe un análisis actual de la disciplina del Derecho del Turismo,
sin hacer mención expresa a la normativa europea, que cabe considerar parte
integrante del ordenamiento jurídico español.

A pesar de la inexistencia del turismo como política de la U.E, no deja de ser
cierto que muchas de las medidas que adopta el legislador comunitario tienen
incidencia transversal en el turismo (ARCARONS15, AGUADO16). La impor-
tancia del turismo para Europa es innegable como sector capaz de generar
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AGUADO CUDOLÀ, V., CASANOVAS IBAÑEZ, O. (Coords.), El impacto del Derecho de la
Unión Europea en el turismo, Atelier, Barcelona, 2013.
ONU Turismo dedica el 27 de diciembre de cada año, Dia Mundial del Turismo, a un ámbito
temático concreto. El del año 2024 ha sido «Turismo y paz».
«Los principios rectores de la política social y económica», El sistema constitucional espa-
ñol, Instituto Nacional de las Administraciones Públicas, Madrid (2019), pp. 149-165.
Derecho administrativo y derechos sociales fundamentales. Instituto Nacional de las Admi-
nistraciones Públicas, Madrid (2015).

4.

puestos de trabajo y de dinamizar la economía. En unos momentos de crisis y
recesión económica cobra cada vez más relevancia la existencia de un marco
jurídico claro y preciso donde se muevan los diversos agentes implicados en el
sector y donde se proteja eficazmente a consumidores y usuarios.

LOS PRINCIPIOS RECTORES DE LA POLÍTICA SOCIAL Y
ECONÓMICA EN LA CONSTITUCIÓN ESPAÑOLA EN CLAVE
TURÍSTICA

La hipótesis de trabajo consistente en plantear el turismo como principio
rector de la política social y económica en la Constitución Española ya ha sido
planteado y expuesto con anterioridad desde la academia (CASANOVAS). No
obstante, su profundización y actualización con el transcurso de los últimos años,
marcados en gran medida por el aciago 2020 del coronavirus y la puesta en mar-
cha de la Agenda 2030, demandan una mayor reflexión que contribuya a sus-
tentar la verificación de la hipótesis inicialmente planteada. Con la esperanza de
que este análisis contribuya a dibujar una visión científica del turismo no sólo
centrada en perspectivas de tipo economicista, sino también y en especial a su
vertiente más social que refuerce su carácter de instrumento capaz de relacionar
de manera pacífica a los pueblos y a las personas17.

Los derechos sociales representan un elemento decisivo de la configuración
constitucional del Estado social, en cuanto que, puesto que todos los derechos
están vinculados al valor previo de la dignidad humana, existen algunos derechos
sociales que se proyectan como auténticos soportes vitales, por lo que solo a
partir de estos últimos la condición de ciudadanía puede ejercitarse plenamente.
(PUZZO18).

Sin embargo, ni conforman auténticos derechos fundamentales sociales, ni
si quiera derechos sociales exigibles en sí mismos. Todo lo más, orientan la
acción de los Poderes públicos, y son normas que deben informar la legislación
positiva y la práctica judicial (RODRÍGUEZ-ARANA19). Tienen por misión ilus-
trar de manera programática la actuación de los poderes públicos, eso sí, de
manera vinculante y deben constituir un facilitador para la integración de las
políticas económicas en el marco de la solidaridad.

Los Principios rectores contribuyen a delimitar el marco natural y el espacio
material de lo público que el constituyente ha querido acorazar frente a vacila-
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Comentarios a la Constitución Española. Tomo IV, Edersa, 2006.
«Constitución y trabajo». Revista de Derecho Social, núm. 84, (2018), pp. 27-41.

5.

5.1.

ciones o veleidades de las mayorías parlamentarias. Las tareas públicas han
variado con la historia. Sin embargo, el núcleo esencial del Estado, es decir, el
espacio de lo público que precisa indispensablemente una Sociedad para inte-
grarse y realizarse en segura e igual libertad no puede depender de la coyuntura.
Con los principios rectores el constituyente quiso acotar un espacio de política
constitucional al abrigo de todo decisionismo, en el que sea posible el ejercicio
de la segura e igual libertad sin dependencias ajenas a la voluntad autónoma de
los ciudadanos (poderes económicos, poder político, poder mediático) (LÓPEZ
PINA20). En este sentido, se puede hablar de garantías institucionales o tareas
del Estado desde un punto de visa programático, enunciado por la norma.

El análisis que interesa al derecho del turismo con relación a los principios
rectores de la política social y económica se puede formular bajo parámetros de
hipótesis de investigación, afirmando que el turismo constituye uno de estos
principios de manera tácita, ya que no aparece el vocablo enunciado a lo largo
del desarrollo del articulado que recoge la existencia de estos principios. Posi-
blemente la trascendencia de responder de manera afirmativa a esta pregunta,
si ello acaba sucediendo, sea muy relativa en el sentido de que el carácter pro-
gramático de estos principios no vaya a suponer un cambio relevante en la vida
de la ciudadanía; no obstante, si es posible considerar el turismo como uno de
estos principios, sí que se podrá afirmar que el fenómeno en sí gana legitimidad
desde el punto de vista social y se puede contribuir, de manera muy limitada,
pero real a la reconversión del discurso turístico en parámetros mucho más
optimistas y positivos.

A partir de un método simple de lectura, análisis y reflexión acerca del obje-
tivo planteado, se expondrán a continuación las reflexiones que puedan conducir
a conclusiones acerca de la naturaleza constitucional del turismo como fenó-
meno social y económico.

PRINCIPIOS CONFIGURADORES DEL TURISMO SOSTENIBLE

VACACIONES PERIÓDICAS RETRIBUIDAS

El artículo 40.2 de la Constitución impone a los poderes públicos la obliga-
ción de velar por el descanso necesario a través de 3 instrumentos: el descanso
producto de la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retri-
buidas y la promoción de centros adecuados.

En estrecha relación con la relación laboral, en la cual hay dos elementos
esenciales en el ámbito de la contratación, el salario y el tiempo de trabajo
(BAYLOS21). En este último ámbito cabe configurar las vacaciones periódicas
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https://www.transportes.gob.es/el-ministerio/campanas-de-publicidad-acciones-de-comu-
nicacion-y-otros-eventos/acciones-de-comunicacion-2023/desplazamientos-vacaciones
https://recyt.fecyt.es/index.php/CyTET/article/view/80138/49913
Acrónimo con que fue conocido el Grupo de Artistas y Técnicos Españoles para el Progreso
de la Arquitectura Contemporánea, grupo de arquitectos promotores de la arquitectura
racionalista.

retribuidas como una expresión del derecho individual al descanso, derecho que
vendrá matizado por la libertad contractual de las partes.

En nuestra normativa, existen dos instrumentos básicos que desarrollan
este derecho: el Estatuto de los Trabajadores en primer lugar y los Convenios
Colectivos a continuación. Por lo que se refiere al Estatuto de los Trabajadores,
es el artículo 38 el que regula el ejercicio de este derecho bajo el epíteto de
vacaciones anuales. El período mínimo de vacaciones se fija en 30 días naturales,
dejando una hipotética ampliación de este en el ámbito de los convenios colec-
tivos. En cuanto al mecanismo de fijación del mismo se opta por incentivar el
acuerdo entre empresario y trabajador potenciando el calendario como instru-
mento para articular este consentimiento mutuo con una antelación mínima de
dos meses, lo que debe permitir la planificación tanto de la actividad empresarial
por una parte como del uso del tiempo libre por parte de los trabajadores. Con-
fiere una especial protección en este marco el hecho de que el empleado pueda
disfrutar de sus vacaciones si se ha visto afectado por una incapacidad laboral
transitoria cuando se reincorpore a su puesto de trabajo.

Es evidente la relación entre el ejercicio de este derecho y el fenómeno
turístico. La campaña22 puesta en marcha por el Ministerio de Transportes y
Movilidad Sostenible dentro de sus acciones de comunicación en 2023 en rela-
ción con los desplazamientos en vacaciones lleva por sugerente título ¿Nos
vamos? Asimismo, desde el Ministerio del Interior se hizo pública una cifra de
4,7 millones de desplazamientos previstos para la operación retorno del verano
2024 concentrados en 3 días. No parece razonable poner en cuestión que las
vacaciones se vinculan directamente a los viajes.

También establece la Constitución en el mismo precepto la obligación para
los poderes públicos de promover centros adecuados. A tal efecto, cabría traer
a colación el proyecto de la Ciudad de Reposo y de Vacaciones situada en Tarra-
gona, complejo residencial y deportivo cuya titularidad es pública y la ostenta la
administración pública catalana. Está orientado al ocio y a las vacaciones de los
trabajadores, ofreciendo también servicios como sede de congresos y conven-
ciones.

Existe un antecedente de alto valor histórico por lo que a turismo social se
refiere: se trata de la ciudad de reposo y vacaciones23 concebida y diseñada por
el GATEPAC24 en 1930. Situada cerca de la ciudad de Barcelona, en el municipio
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su diseño pretendía. Pero la voluntad política, de carácter absolutamente inno-
vador, que encerraba esta idea, merece ser considerada y, quizás, en la medida
de lo posible, retomada como estandarte de un turismo menos economicista y
más enfocado a la inclusividad. Algunas afirmaciones que realizan sus creadores
y que encierran sin duda la idea de vacaciones periódicas retribuidas en la
extensión que interesa tener en cuenta:

La existencia de una ciudad de reposo podría influir positivamente en
la psicología y el espíritu de los habitantes de la ciudad.

El programa propuesto dispone de una localización idónea en una gran
playa virgen bordeada de árboles sin construcciones de ningún tipo.

Se trata de un proyecto con una orientación profundamente democrá-
tica, encaminado a satisfacer las necesidades sociales de la clase tra-
bajadora, prescindiendo de cualquier atisbo de lujo o que se convierta
en un centro de lujo para el asueto de las clases privilegiadas.

Otro aspecto enormemente conectado con la cuestión de las vacaciones
retribuidas como instrumento garantista del Estado social es la previsión del
apartado 3º del artículo 43, que impone a los poderes públicos la facilitación de
la adecuada utilización del ocio. Se puede inferir de este precepto un alegato a
favor del derecho al turismo por parte de la ciudadanía, así como la necesidad
de promover unos estándares de conducta adecuados entre los viajeros para
respetar lo lugares que visitan y contribuir a su adecuado desarrollo.

En este ámbito es importante señalar la existencia de algunos instrumentos
de soft law de reciente aparición, susceptibles de contribuir a un mayor blindaje
de este ocio bien entendido y seguro. Se trata del C.I.P.T (Código Internacional
para la Protección de los Turistas), auspiciado por ONU Turismo, adoptado en
virtud de la resolución A/RES/732(XXIV) de la Asamblea General de la OMT
en su vigésima cuarta reunión, al que se hará referencia al final del presente
ensayo.

EL MEDIO AMBIENTE

El art.45 de la Constitución establece el derecho a disfrutar de un medio
ambiente que permita el desarrollo de la persona, pero también el deber de
conservarlo. A tal efecto, se impone a los poderes públicos la obligación de velar
por la utilización racional de recursos, la mejora de la calidad de vida y la defensa
y restauración del medio ambiente.

El concepto de sostenibilidad ha tenido un desarrollo exponencial en los
últimos años desde que fuese formulado de manera institucional a través de un
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Conocido como Informe Brundtland, por ser la noruega Go Harlem Brundtland la presidenta
en aquel momento de la Comisión.
«Ciudades sostenibles y turismo sostenible: enfoque desde las realidades compartidas»,
Revista de Filosofía, vol. 40, núm. 104, 2023-2, pp. 323-335.
https://www.unwto.org/es/turismo-agenda-2030

Informe25 de la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo de
la Asamblea General de Naciones Unidas el 4 de agosto de 1987, en el marco
del cuadragésimo segundo período de sesiones. Es este informe el instrumento
político que define el desarrollo duradero como aquel que, estando en manos de
la humanidad, debe conseguir que queden satisfechas las necesidades del pre-
sente sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones para satisfacer
las propias. Aboga por un cambio, sino radical sí de «mentalidad colectiva» que,
de manera global, permita en definitiva una mejor distribución de la riqueza.

Nótese como la formulación de la Constitución Española en relación con el
medio ambiente como principio político rector, a pesar de haber sido formulado
con anterioridad, encierra idéntico espíritu que el del Informe de Naciones Uni-
das, con el común denominador de compatibilizar el uso de recursos con su
conservación para el futuro.

El último avance relevante en este campo ha sido sin duda la formulación
de la Agenda 2030 y la construcción de los Objetivos de Desarrollo Sostenible,
un cometido programático muy ambicioso, pero que quizás encierre la clave de
la supervivencia para todas las personas del planeta. Se plantean estos propó-
sitos desde ámbitos diversos con el común denominador de alcanzar unos nive-
les de bienestar para el mayor número posible de personas: en base a los ejes
de a) reducir las desigualdades entre todos los ciudadanos del planeta (hambre
cero, erradicación de la pobreza, salud y bienestar, educación de calidad, igual-
dad de género, trabajo decente), b)proteger la biodiversidad y los recursos natu-
rales regenerando aquello que se ha dañado (agua limpia, energía asequible,
acción por el clima, conservación de la vida submarina, conservación y recupe-
ración de los ecosistemas terrestres, consumo responsable) y c) la labor insti-
tucional (paz y justicia a través de instituciones sólidas, alianzas sólidas entre
los actores relevantes a escala mundial).

Tradicionalmente se han señalado como de dimensión preferentemente
turística los ODS’s 8, 12 y 14. Esta es la posición que adopta la propia organi-
zación de Naciones Unidas. Sin embargo, es posible expandir esta visión y
encontrar una dimensión turística en otros objetivos: así por ejemplo, la igualdad
de género y la consecución de ciudades y comunidades sostenibles. (VELAS-
QUEZ, OBANDO-PERALTA26). Y más allá de estas consideraciones, la propia
organización internacional aludida halla una magnitud turística en todos y cada
uno de los 17 objetivos27.

Tratado de Derecho del turismo

74



28.  Este Informe dejó de ser elaborado a partir del año 2013. Se puede consultar el último Y los
precedentes en https://archivo-es.greenpeace.org/espana/es/Trabajamos-en/Defensa-de-
los-oceanos/Destruccion-a-toda-costa/

Una de las claves en la actualidad del estudio del fenómeno turístico pasa
por esta cuestión. En efecto, no es prudente hablar ya de turismo sin adicionar
el epíteto sostenible. ¿Qué persigue el turismo sostenible? En especial, aunque
no exclusivamente, la generación de un mínimo impacto sobre el medioam-
biente. Pero también hay que tener en cuenta, por imprescindibles, las compo-
nentes económica y social de la sostenibilidad. E incluso se podría pensar en
incorporar alguna dimensión más a este concepto, como la cultural. La Agenda
2030 incorpora muy de refilón la cultura (GARCÍA Y VÁZQUEZ). Ello puede
tener diversas causas, entre las que cabría destacar la actitud reticente de los
Estados, la dificultad por aceptar la diversidad cultural (la multiculturalidad es
más fácilmente asumida que la interculturalidad), la baja influencia política de
organizaciones internacionales que deberían ejercer roles relevantes como la
UNESCO y la escasez de estudios académicos acerca de esta componente
(MARTINELL).

Entendiendo la Agenda 2030 como una declaración de voluntad política y
asumiendo la más que probable imposibilidad de alcanzar su cumplimiento para
la fecha prevista, sí que se puede afirmar que en el futuro instrumentos desa-
rrollados a partir de este son quizás el mejor mecanismo que tiene la comunidad
internacional para lograr consensos a partir de los cuales convertir la utopía en
un mecanismo para seguir haciendo camino y avanzando en la búsqueda de la
tan ansiada sostenibilidad. En estos parámetros es indudable que el turismo
debe ser uno de los facilitadores de este trayecto, como lo es que el soft law se
convierta en el mejor aliado para el itinerario, frente a un hard law que hasta la
fecha no ha resuelto los capitales desafíos que enfrenta la humanidad.

Un ejemplo de cómo turismo y medio ambiente están relacionados y no
siempre de forma amistosa lo encontramos en el desarrollo urbanístico del lito-
ral español. Siendo cierto que no todos los desmanes urbanísticos acontecidos
en el Estado español son atribuibles al turismo, no lo es menos que éste está
en el origen, aunque de forma involuntaria, de los mismos. Es ilustrativa a tal
efecto la consulta del informe elaborado anualmente por la organización ecolo-
gista Greenpeace denominado «Destrucción a toda costa»28. En él se hacía un
balance anual de los perjuicios sufridos por el litoral. A título de ejemplo el caso
del Algarrobico, un hotel construido con una doble ilegalidad conforme a la Ley
de Costas de 1.988: su distancia con el mar no cumple con la franja de 100 metros
y está construido dentro del parque natural de Cabo de Gata Níjar. ¿Cómo es
posible entender que un hotel de más de 400 habitaciones, de dimensiones más
que considerables, pueda acabar de ser construido prácticamente sin que hayan
operado los mecanismos administrativos jurídicos y judiciales para interrumpir
lo que a todas luces era un despropósito de magnitudes esperpénticas? Un con-
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32.  

https://www.abogacia.es/publicaciones/blogs/blog-derecho-ambiental/el-algarrobico-la-
historia-judicial-interminable/
«Revisión de oficio de licencias firmes: hacia la definitiva demolición de "el Algarrobico" por
el cambio de criterio del TSJA (sentencia de 22 julio 2021)». Revista de urbanismo y edifi-
cación, núm. 47, 2021, pp. 183-216.
«Turismo sostenible: importancia en el cuidado del medio ambiente», Revista Interameri-
cana de Ambiente y Turismo, vol. 8, núm. 1 (2012), pp. 50-56.
«Protección del patrimonio y su contexto: de la conservación a la preservación». En Ciudad
educadora y turismo responsable. Trea, Gijón, 2017, pp. 213-232.

5.3.

glomerado de negligencias, hasta que finalmente la organización Greenpeace
decide optar por la vía judicial. Pero ahí empieza un vía crucis jurisprudencial,
a mayor abundamiento oscilante, que ha impedido su derribo, incluso habiendo
asumido que la ilegalidad es flagrante. Una historia judicial interminable en
palabras del propio letrado que representa a la organización ecologista, José
Ignacio Domínguez29.Sólo en los últimos tiempos parece haberse abierto un
halo de esperanza (MARTIN VALDIVIA30) que pueda conducir a su demolición,
lo que llevaría a la restitución de la legalidad vulnerada con su construcción.

Quizás una solución distinta, pero en una dinámica también distinta, de
menor judicialización y mayor consenso, podía haber pasado por la no demolición
y la conversión del edificio en un espacio de interés cultural, a título de ejemplo,
un Centro de Interpretación del Turismo, dónde se hubiese podido hacer difu-
sión y pedagogía de esta relación sinuosa entre urbanismo y turismo que debe
transitar necesariamente por la senda de la sostenibilidad.

En definitiva, el turismo debe contribuir al mandato constitucional de tener
y mantener un medio ambiente sano. Y sólo el turismo sostenible puede con-
seguir tal finalidad. Lo que a su vez redunda en beneficio del propio turista, que,
de un tiempo a esta parte, ya empieza a valorar en sus procesos de elección los
valores medioambientales. (BARRERA, C., BAHAMONDES, R.31)

EL PATRIMONIO Y LA CULTURA

El art. 46 de nuestra norma más importante está dedicado a la conservación
y promoción de la protección del patrimonio histórico, artístico y cultural. El
último de estos elementos refuerza singularmente el ámbito contemplado en el
art. 44, que establece un principio de libre acceso a la cultura por parte de todos
los ciudadanos.

Esta interrelación de los ámbitos de patrimonio y cultura tiene especial
interés por cuanto el segundo de ellos puede agregar el elemento inmaterial.
Sin extremar tanto la relevancia del patrimonio cultural hasta llegar a conside-
rarlo ciencia social autónoma (García Calderón, citado por ARCOS Y CASANO-
VAS32, 2018), sí que es cierto que constituye un elemento capital del Estado
Social y Democrático de Derecho, a la par que instrumento esencial de la gestión
de las políticas públicas de turismo en los distintos niveles territoriales del
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33.  

34.  

35.  

«Protección del patrimonio y su contexto: de la conservación a la preservación». En Ciudad
educadora y turismo responsable. Trea, Gijón, 2017, pp. 213-232.
174 Estados adheridos a fecha 12 de mayo de 2017. Información actualizada disponible en
https://ich.unesco.org/es/los-estados-partes-00024 (recuperado el 28 de julio de 2017).
Instrumento de ratificación publicado en el B.O.E el 5 de febrero de 2007.

Estado, en función de las competencias atribuidas a cada uno de ellos por la
normativa vigente.

Existe un sólido marco legal a nivel de protección del patrimonio, tanto a
nivel del Estado español como a nivel internacional. En la primera de las esferas,
cabría destacar la Ley del Patrimonio Histórico Español, que pretende trasladar
al ámbito interno la preocupación de la comunidad internacional por el tema y
la Ley para la salvaguarda del Patrimonio Inmaterial, en la que se pasa de la idea
de conservación a la idea de preservación: «preservación de las condiciones del
intrínseco proceso evolutivo... a través de la transmisión intra e intergenera-
cional». Otra alusión indiscutible a la idea de sostenibilidad. (ARCOS Y CASA-
NOVAS33). Ello se evidencia con el aludido tránsito de conservación a preser-
vación; en efecto, mientras el primero de los términos debe llevar a pensar en
la idea de subsistencia y mantenimiento, el segundo alcanza el plano del amparo,
custodia y perpetuación. Incorporación, en definitiva, del patrimonio al acervo
cultural.

Desde la perspectiva internacional cabe destacar la elaboración de la Con-
vención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de 2003. Hay
que poner de manifiesto aquí la necesidad de que los instrumentos internacio-
nales cuenten con amplios consensos y amplias voluntades políticas, puesto que
de lo contrario existe el riesgo de que se acaben convirtiendo en elementos para
el disfrute de una minoría, de una élites económicas y políticas que tergiversen
la finalidad global con que fueron ideados, protegidos y preservados.

La Convención de París de 2003 ha sido ratificada por un número importante
de estados34 y entró en vigor el 20 de abril de 2006 y para España el 25 de enero
de 2007 35. El patrimonio cultural, y en especial el inmaterial, representan una
extraordinaria posibilidad de profundizar en la interculturalidad entre los pue-
blos, entendida como diálogo entre culturas, lo que a su vez se debe traducir en
una garantía adicional de desarrollo de la sostenibilidad. Y no cabe olvidar la
necesidad de incorporar a este binomio de protección y preservación la idea de
protección, pues el patrimonio es extremadamente vulnerable, como lo es en
definitiva todo elemento integrador del fenómeno turístico, y su desaparición
podría llegar a comprometer su extraordinaria aportación.

Es indubitada la relación de patrimonio, turismo y cultura. El uso turístico
del patrimonio cultural, auspiciado por UNESCO y OMT Turismo ha generado
ya importantes consensos. El patrimonio constituye un nexo de unión entre
cultura y turismo, un importante mecanismo para generar nuevos intereses
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La protección del patrimonio y su uso turístico. Dykinson, Madrid, 2019.
«La evolución legislativa de la Unión Europea en materia de patrimonio cultural. ¿Cambios
a la luz del horizonte Europa y de la Agenda 2030?», Revista Jurídica de Castilla y León, núm.
55 (2021), pp. 129-163.
Cultura y Desarrollo Sostenible. Aportaciones al debate sobre la dimensión cultural de la
Agenda 2030, REDS, Madrid, 2020, pp. 16-25.

5.4.

entre una ciudadanía cada vez más exigente y dispuesta a asumir nuevas expe-
riencias, lo que se puede traducir también en una disminución de la presión
sobre destinos y lugares muy masificados. (PALOMAR36, 2019).

Por otra parte, los valores del patrimonio cultural y artístico cobran pleno
sentido en el marco de la Agenda 2030. En efecto la cultura como instrumento
que pretende asegurar el progreso social y económico sostenible y fortalecer la
paz de manera holística en todo el planeta. (Domínguez, 2021). La cultura en
general, y el patrimonio cultural, material e inmaterial, debe ser objeto de preo-
cupación en el futuro inmediato, poniéndose de relieve la necesidad de tomar y
adoptar programas y políticas que pongan el foco de la salvaguarda en la diver-
sidad de las expresiones culturales no ya como producto susceptible de mer-
cantilización, sino como procesos de construcción social. Ciertamente, cual-
quier revés económico plantea dificultades para cualquier objetivo de índole
cultural, pero esta es una situación que cabría intentar revertir en aras de la
construcción de la Europa de los ciudadanos. (MERINO37).

Ahí queda por tanto una tarea ingente, a la que el turismo sostenible puede
y debe contribuir, pero no sin contar con la voluntad política de los Estados, de
la Comunidad Internacional en definitiva, como coadyuvante. Necesario, indis-
pensable e insustituible. En opinión de algunos autores, la cultura, de por sí
escasamente presente en los ODS’s debería llevar a cabo un proceso de «apro-
piación de la Agenda 2030» para revertir el desconocimiento que todavía existe
en el ámbito cultural de la propia Agenda. (GARCÍA HARO38).

LA PROTECCIÓN DE LOS CONSUMIDORES

En último lugar, dentro de este análisis turístico de la Constitución, se esta-
blece la necesidad de proteger a los consumidores. Así, la Constitución esta-
blece en su art. 51 que los poderes públicos garantizarán la defensa de los con-
sumidores y usuarios, protegiendo, mediante procedimientos eficaces, la segu-
ridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos y promoverán
la información y la educación de los consumidores y usuarios, fomentarán sus
organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos,
en los términos que la ley establezca.

La consideración del turista como consumidor no genera dudas y las explo-
raciones académicas ya no persiguen tanto discutir este carácter, sino más bien
en analizar las consecuencias que esta caracterización comporta.
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«El derecho turístico: de viajero a consumidor». Revista CIDOB d’Afers Internacionals núm.
113, (2016), pp. 33-50.
«Comportamiento del consumidor y turismo sostenible». Cuadernos económicos del ICE.
Ministerio de Economía, Industria y Competitividad, Madrid, 2019, pp. 45-68.

5.4.1.

Ha evolucionado el turista de mero viajero, excursionista, aventurero hasta
consumidor (CASANOVAS39) a quien acompañan una serie de derechos cuyo
ejercicio ha transformado el hecho de viajar en una cuestión de alcance jurídico
complejo. En estos momentos, cuestiones que generan mayor interés pueden
tener relación en como el comportamiento de este turista puede contribuir al
desarrollo de un turismo sostenible, incidiendo en que sus decisiones sean más
social y ambientalmente responsables. (ARAÑA, LEÓN40).

La regulación de los viajes combinados a partir de 2015: de
consumidor a viajero. Racionalización de la protección

En nuestro ordenamiento jurídico, el texto legal de referencia para la pro-
tección de los consumidores es el Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de
noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias. Des-
tacar en relación con esta norma que establece los derechos básicos de los con-
sumidores y los términos de su ejercicio, incorporando previsiones importantes
en cuanto a contratos celebrados a distancia y fuera de los establecimientos
mercantiles, dispone la nulidad de las cláusulas abusivas después de definirlas
y clasificarlas pormenorizadamente y, como novedad más relevante en relación
con el tema que ocupa el presente capítulo, incorpora en el Libro IV la regulación
de los viajes combinados y servicios vinculados. No es esta la regulación original
de 2007, sino que se ha visto modificada en momentos puntuales por cuestiones
de elevada importancia fruto de modificaciones que ha sufrido la regulación
europea (nueva Directiva de Viajes Combinados de 2015) o por motivos de
carácter interno como ha sido el diseño de la esfera de protección del turista
consumidor que ha ido dibujando la jurisprudencia sobre contratación turística.

El punto de inflexión por lo que se refiere a la normativa de viajes combi-
nados la incorpora a nuestro ordenamiento el Real Decreto-ley 23/2018, de 21
de diciembre, de transposición de directivas en materia de marcas, transporte
ferroviario y viajes combinados y servicios de viaje vinculados.

Los cambios en los hábitos de compra de los consumidores, sobre todo por
lo que se refiere a la contratación de viajes en línea, ha dado lugar a la aprobación
de la Directiva 2015/2302/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de
noviembre de 2015, relativa a los viajes combinados y a los servicios de viaje
vinculados, por la que se modifican el Reglamento (CE) núm. 2006/2004 y la
Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo y por la que se
deroga la Directiva 90/314/CEE del Consejo, que, entre otros aspectos, amplía
la protección que se otorga a los viajeros, incluyendo estas nuevas formas de
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contratación, incrementa la transparencia, elimina ambigüedades y colma lagu-
nas legislativas existentes.

Entre las principales modificaciones del real decreto-ley, cabe mencionar la
modificación del ámbito de aplicación y las definiciones armonizadas. Así, el
sujeto protegido por la norma pasa a ser el viajero, concepto más amplio que el
de consumidor, y se amplía el alcance del concepto de viaje combinado, dando
cabida a muchos productos de viaje que se encontraban en una indefinición jurí-
dica o no estaban claramente cubiertos por la regulación anterior.

Por otra parte, se introduce el concepto de servicios de viaje vinculados,
en los que el papel que desempeñan los empresarios consiste en facilitar a los
viajeros, de manera presencial o en línea, la contratación de servicios de viaje,
llevándoles a celebrar contratos con distintos prestadores, inclusive mediante
procesos de reserva conectados. Dichos servicios constituyen un modelo
empresarial alternativo a los viajes combinados, por lo que el real decreto-ley
establece también cuales son las obligaciones para estos empresarios, si bien
estas son de menor calado que las exigibles en el caso de los viajes combina-
dos.

Con arreglo a la nueva regulación, tanto en el caso de los viajes combinados
como en el de los servicios de viaje vinculados, se exige la combinación de
determinados servicios de viaje para que se puedan configurar como tales. Así,
los servicios de viaje que formen parte integrante de otros, como por ejemplo
el transporte de equipaje realizado como parte del transporte de viajeros o los
traslados entre un hotel y un aeropuerto o estación de ferrocarril, no deben
considerarse servicios de viaje en sí mismos. Solo la combinación de diferentes
tipos de servicios de viaje, como el alojamiento, el transporte de pasajeros en
autobús, tren, barco o avión, así como el alquiler de vehículos de motor o de
determinadas motocicletas, debe ser tenida en cuenta a efectos de determinar
si se trata de un viaje combinado o de unos servicios de viaje vinculados.

Del mismo modo, cuando determinados servicios, como son por ejemplo las
entradas para conciertos o acontecimientos deportivos o las visitas guiadas, se
combinan con un solo servicio de viaje de otro tipo, únicamente deben dar lugar
a la elaboración de un viaje combinado o de unos servicios de viaje vinculados
si representan una proporción igual o superior al veinticinco por ciento del valor
del viaje combinado o de los servicios de viaje vinculados, o si se han publicitado
como un elemento esencial del viaje o vacación o constituyen, por alguna otra
razón, una característica esencial de este o esta.

Por otra parte, se refuerza la información precontractual al viajero y su
carácter vinculante, que anteriormente se centraba en los requisitos que debían
reunir los folletos y programas de viajes combinados. Con la llegada de la era
digital, el mercado en línea adquiere una importancia antes inexistente que hace
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necesaria la ampliación de los requisitos de información previa a otras formas
de contratar, otorgándoles a su vez un carácter vinculante.

Por lo que se refiere a los viajes combinados y respecto a sus posibles modi-
ficaciones, se contempla la posibilidad de que los organizadores puedan modifi-
car unilateralmente el contrato siempre que se haya reservado este derecho en
el contrato, que los cambios sean insignificantes, y que se haya informado al
viajero de forma clara, comprensible y destacada en un soporte duradero. Por
su parte, los viajeros tendrán derecho a resolver el contrato cuando los cambios
propuestos alteren sustancialmente las características principales de los servi-
cios de viaje, estableciendo un plazo de catorce días naturales para el reembolso
de todo pago indebido realizado por el viajero en caso de resolución.

El precio del viaje combinado únicamente podrá incrementarse si en el con-
trato se recoge expresamente esta posibilidad y se justifica en los cambios con-
cretos que contempla el real decreto-ley. Además, el incremento se condiciona
igualmente a que se haya cumplido con la obligación de informar al viajero sobre
su derecho a una reducción del precio por las mismas causas. Si el aumento de
precio excede del ocho por ciento, el viajero podrá resolver el contrato en un
plazo razonable especificado por el organizador.

Del mismo modo, se mantiene la posibilidad para el viajero de resolver el
contrato antes del inicio del viaje combinado, pero se introduce como novedad
la libertad del empresario a la hora de fijar la penalización tipo, ajustándose a
determinados criterios.

Por otra parte, por lo que se refiere a la ejecución del contrato, se prevé que,
cuando sea imposible garantizar el retorno puntual de los viajeros debido a cir-
cunstancias inevitables y extraordinarias, el organizador o, en su caso, el mino-
rista no asumirá el coste del alojamiento continuado que supere tres noches por
viajero, salvo que se trate de los colectivos especialmente protegidos que señala
el real decreto-ley.

Asimismo, en relación con los problemas que se puedan dar por falta de
conformidad del contrato, entendiendo por tal la no ejecución o la ejecución
incorrecta de los servicios de viaje incluidos en un viaje combinado, el real
decreto-ley establece la posibilidad de que el viajero pueda resolver el contrato
sin penalización y solicitar, si procede, una reducción del precio del viaje com-
binado o una indemnización cuando afecte sustancialmente a la ejecución del
viaje combinado y el organizador o, en su caso, el minorista no pueda subsanarla
en un plazo razonable fijado por el viajero.

Finalmente, se establece que los organizadores y minoristas tendrán que
constituir una garantía para responder con carácter general del incumplimiento
de las obligaciones derivadas de la prestación de sus servicios y, especialmente,
para el reembolso de los pagos anticipados y la repatriación de los viajeros en
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caso de que se produzca su insolvencia. Corresponde a las autoridades compe-
tentes de las comunidades autónomas concretar la forma que ha de revestir esta
garantía.

La mencionada garantía deberá ser efectiva y suficiente para cubrir todos
los pagos que previsiblemente se vayan a recibir por un organizador o un mino-
rista en temporada alta, teniendo en cuenta la duración del período comprendido
entre los pagos iniciales y los pagos finales y la terminación de los viajes com-
binados, así como el coste estimado de las repatriaciones en caso de insolvencia.
El organizador y el minorista deberán adaptar la protección en caso de que
aumenten los riesgos, por ejemplo debido a un incremento importante de la
venta de viajes combinados.

El real decreto-ley extiende estos requisitos de protección frente a la insol-
vencia a los supuestos de adquisición de servicios de viaje vinculados. Asi-
mismo, el régimen especial que se establece en el real decreto-ley para este
tipo de contratos se completa con la exigencia de determinados requisitos de
información precontractual, de obligado cumplimiento para los empresarios que
faciliten la adquisición de los mismos.

Haciendo uso de la facultad reconocida en el artículo 13 y en el considerando
41 de la Directiva 2015/2302/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25
de noviembre de 2015, se estipula que los minoristas también serán responsa-
bles de la insolvencia y de la ejecución del viaje combinado.

Además, siguiendo el mandato de la Directiva 2015/2302/UE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 25 de noviembre de 2015, el real decreto-ley esta-
blece el principio de reconocimiento mutuo de los distintos sistemas de garantía
frente a la insolvencia existentes en la Unión Europea y, a tal efecto, procede a
regular la cooperación administrativa en materia de información con los demás
Estados miembros y con la Comisión Europea, a través del Ministerio de Indus-
tria, Comercio y Turismo, como punto de contacto central en España. Y, en el
mismo sentido, se regula el reconocimiento mutuo de la protección frente a la
insolvencia y cooperación administrativa en el ámbito nacional.

Es de recibo que este nuevo diseño del contrato de viaje combinado ponga
encima de la mesa una ampliación de la protección del consumidor y sobre todo
asuma los nuevos comportamientos de este por lo que se refiere a los canales
de compra. Así mismo, que se posibilite una nueva orientación jurisprudencial
que matice la consideración, a veces exagerada, de la responsabilidad como
solidaria entre los distintos participantes profesionales en la organización de un
viaje combinado. Es seguro que en la delimitación de los ámbitos de gestión
radica la clave para establecer un sistema de responsabilidad que sea ecuánime
y contemple el doble filo de la protección de viajero sin menoscabar los intereses
de los profesionales, primeros interesados por lo demás en que el nivel de pro-
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tección del viajero sea óptimo para transmitir la confianza suficiente para que
no deje de viajar.

La protección del turista en los escenarios globales. Especial
referencia al Código Internacional para la Protección de los
Turistas

Habiendo diseñado, gracias en gran medida al legislador comunitario, un
ámbito de protección suficiente en cuanto a instrumentos normativos en los
ordenamientos jurídicos internos de los distintos países de nuestra área socio-
cultural queda sin duda como asignatura pendiente trasladar este nivel de pro-
tección a los escenarios internacionales. Hay una doble consideración previa
antes de abordar el núcleo de la cuestión que es conveniente tener en cuenta:

Extraordinaria vulnerabilidad del turista: en su condición de ciudadano
no residente, ex extraordinariamente permeable a sufrir contingencias
derivadas de las situaciones que pueden afectar su bienestar. Así,
emergencias sanitarias (gripe A, Covid-19, enfermedades erradicadas
en su lugar de residencia, pero no en los destinos que visita y que
requerirán procesos de vacunación), fenómenos meteorológicos extre-
mos (tsunamis, huracanes, erupciones volcánicas o lluvias torrenciales
que pueden alterar en su totalidad la finalidad del viaje), atentados
terroristas (que desafortunadamente pueden suceder, los ejemplos son
por desgracia abundantes, en cualquier lugar del planeta; se puede
hablar de destinos inseguros, pero más difícilmente de destinos segu-
ros si se entiende por seguridad la ausencia de riesgo) o la propia inse-
guridad ciudadana (que no se debe atribuir al turismo, si bien el turista
sea en innombrables ocasiones el destinatario de dicha inseguridad)
son susceptibles de comprometer el desarrollo normal de unas vaca-
ciones.

Dificultad para abordar estas contingencias con los instrumentos jurí-
dicos tradicionales, la normativa aplicable en un determinado destino y
en un determinado momento. Estos mecanismos de hard law se pueden
complementar sin embargo, con otros mecanismos de soft law, que sin
constituir normativa directamente aplicable sí constituyan un instru-
mento que pueda informar la actuación de los principales agentes impli-
cados para construir una esfera de minimización de los riesgos a los
que todo viajero está sometido por el simple hecho de encontrarse lejos
de su lugar habitual de residencia y en una situación, sino de indefen-
sión, sí de mayor vulnerabilidad.

Se puede considerar el soft law como fuente del derecho, de hecho, esta es
una posición ya defendida desde la doctrina y con un camino interesante por
recorrer. Se trata de utilizar instrumentos que sin ser a priori jurídicamente
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Año 2025, un cuarto del presente siglo XXI ya acontecido y el turismo 
continúa creciendo, de forma imparable, en la generalidad de los desti-
nos turísticos más tensionados. Pero un modelo de turismo sostenible 
y socialmente responsable parece imponerse en las políticas públicas 
turísticas y, por tanto, en la ordenación normativa del turismo. 
Esta obra jurídica colectiva es, pues, oportuna e incluso necesaria, por 
cuanto aborda los principales retos que presenta la actual legislación 
turística, y no turística pero incidente en el sector turístico. El contenido 
de la obra es la ciencia del Derecho del Turismo en toda su compli-
tud y heterogeneidad disciplinar, esto es, el Derecho privado turístico 
(civil, mercantil y laboral) y el Derecho público turístico (comunitario, 
administrativo y tributario), examinando la vasta ordenación del turismo, 
sus aportes jurisprudenciales más recientes y la doctrina científica más 
especializada al efecto. Sus 29 autores, juristas originarios de las Comu-
nidades Autónomas más turísticas, proceden de Universidades pioneras 
en el Derecho turístico como Salamanca, Baleares, Canarias, Málaga, 
Barcelona, Valencia, Madrid, Murcia, Córdoba o Almería, entre otras.




